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Este informe es parte del proceso de investigación que ha servido de base para la elaboración del estudio regional: 
"Niñez que cuenta - El impacto de las políticas de drogas sobre niñas, niños y adolescentes con madres y padres 
encarcelados en América Latina y el Caribe (Giacomello, Corina, 2019)". Este proyecto ha sido coordinado y ejecutado 
por la Oficina Regional para América Latina y el Caribe de Church World Service (CWS), en coordinación con 
miembros de la Plataforma NNAPES, y contó con el apoyo financiero de Open Society Foundations y CWS.  
 
El estudio regional recopila los contenidos de los ocho informes nacionales llevados a cabo, durante el año 2018, por 
investigadores locales y organizaciones de la sociedad civil en México, Colombia, Costa Rica, República Dominicana, 
Chile, Brasil, Uruguay y Panamá. Es así que tanto el estudio regional como cada uno de los informes nacionales 
procuran adentrarse en una tríada poco explorada: los derechos de la niñez y adolescencia, las políticas de drogas y 
el encarcelamiento. Esto se realiza a partir del análisis normativo y de políticas públicas, la recopilación de datos 
cuantitativos sobre el número de Niñas, Niños y Adolescentes con Padres Encarcelados (NNAPES) por delitos de 
drogas menores no violentos y, sobre todo, en base a sus vivencias y testimonios. 
 
A partir de las voces de setenta niñas, niños y adolescentes con padres encarcelados, de sus cuidadoras y 
cuidadores y de personas privadas y ex privadas de la libertad, se generan insumos que se espera puedan ser útiles 
para las organizaciones que trabajan con niñez, los grupos que procuran incidir en las políticas de drogas en la 
región y los decisores y operadores de políticas públicas relacionadas con los derechos de la niñez, el 
encarcelamiento y las políticas de drogas.  
 
Para acceder al resto de los estudios nacionales, al informe regional y a otros documentos y piezas relacionadas con 
el proyecto, dirigirse a www.cwslac.org/nnapes-pdd  
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Introducción 
 
 
 
 
En Colombia, actualmente hay 115,862 personas privadas de la libertad, a pesar de que la 
capacidad de los establecimientos de reclusión es para 79,211 (INPEC, 2018). Esta situación de 
hacinamiento genera múltiples vulneraciones de derechos humanos, reconocidas por la Corte 
Constitucional,1 que declaró un “estado de cosas inconstitucional”2 en materia carcelaria, es 
decir, una situación grave y masiva de violación de derechos para la población privada de la 
libertad, derivada de múltiples factores y que, para su superación, requiere de acciones 
conjuntas de todas las instituciones competentes (Corte Constitucional de Colombia, 2013 y 
2015). 
  
Sin embargo, el reconocimiento de la grave situación que sufren las personas que se encuentran 
en reclusión no implica la visibilización de otros sujetos que sufren los impactos del 
encarcelamiento, como son las familias y, especialmente, los niños, niñas y adolescentes (NNA, 
de aquí en adelante) cuyos padres3 están privados de la libertad, por lo cual están fuera del foco 
de atención para la toma de decisiones tanto en materia de política carcelaria, como en el ámbito 
de las políticas orientadas a la protección de los derechos de los NNA. 
 
Tratándose de delitos no violentos relacionados con drogas, a pesar de que se ha debatido sobre 
el impacto del tratamiento penal principalmente en las personas que llevan a cabo el tráfico y 
venta de sustancias psicoactivas, por la vulnerabilidad que las caracteriza, es poco lo que se ha 
dicho sobre sus contextos familiares y las afectaciones que pueden sufrir como consecuencia 
del encarcelamiento. Esta invisibilización es grave en el contexto colombiano, donde el 
narcotráfico ha impactado especialmente en las relaciones familiares y comunitarias, no sólo 
como consecuencia de esta actividad en sí misma, sino también por el efecto que tiene el 
endurecimiento de las penas y la premisa de que deben centrarse en el uso de la prisión. 
  
Por tanto, aunque se reconoce la vulnerabilidad de las personas privadas de la libertad y, en 
consecuencia, se cuestionan las políticas penales y penitenciarias (por ejemplo, en cuanto al 
uso de la detención preventiva y el endurecimiento de las penas en algunos delitos), estos 
cuestionamientos no incluyen análisis relacionados con las afectaciones que sufren los NNA 
como consecuencia del encarcelamiento de sus padres. 
  
Diversos estudios permiten concluir que las poblaciones que más sufren las consecuencias de 
este endurecimiento penal son aquellas que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad, 
como las mujeres, que suelen participar en las etapas de transporte y venta. Sin embargo, estas 
investigaciones no profundizan en los efectos que la privación de la libertad tiene en los NNA, 
con excepción de algunas menciones a las que se llega como consecuencia de la observación de 
la situación de las mujeres que son madres y están presas.  
 

                                                           
1 La Corte Constitucional fue creada por la Constitución Política actual, vigente desde el 7 de julio de 1991. La Corte es un organismo 
perteneciente a la rama judicial del Poder Público y se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la Carta Política.  
2 Esta figura ha sido desarrollada por la Corte Constitucional a través de la expedición de sentencias estructurales, las cuales 
tienen tres rasgos característicos: a) la afectación a un número plural de personas quienes alegan la vulneración de derechos; b) la 
referencia a un número plural de instituciones demandadas quienes fallaron sistemáticamente en cualquiera de las etapas del 
ciclo de política pública; y c) la expedición de órdenes de ejecución compleja dirigidas a estas entidades para que desarrollen 
acciones orientadas a los afectados, los cuales no se limitan a los demandantes. 
3 Se utilizará la expresión “padres” para hacer referencia tanto a ellos como a las madres que se encuentran privadas de la libertad 
sin dejar de lado la importancia de reconocer a las mujeres en el ámbito carcelario y las afectaciones concretas que ellas sufren 
por el hecho de serlo.  
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El presente estudio busca contribuir a la identificación de los NNA con padres encarcelados 
específicamente por delitos no violentos relacionados con drogas y avanzar en la determinación 
de los impactos diferenciados que esta situación tiene en el ejercicio de sus derechos. Asimismo, 
con base en estos hallazgos, se proponen recomendaciones en materia de políticas públicas. 
  
Para identificar adecuadamente las afectaciones que sufren los NNA con padres encarcelados 
(NNAPES, de aquí en adelante4), se debe tomar como punto de partida el enfoque diferencial de 
infancia como una expresión del derecho a la igualdad material, es decir, debe aplicarse una 
perspectiva que reconozca, en primer lugar, las características de esta población como sujeto 
especial de protección cuyos derechos son prevalentes y, en segundo lugar, los impactos 
concretos de esta situación en el ejercicio de sus derechos. Sólo de esta forma se garantiza que 
las acciones desarrolladas en este sentido contribuyan al fortalecimiento de espacios propicios 
para el ejercicio de derechos y disminuyan los impactos negativos del encarcelamiento. 
  
Para alcanzar este objetivo, se realizaron tres tipos de actividades. En primer lugar, se realizó un 
análisis del marco normativo en materia de política de drogas, política penitenciaria y 
carcelaria5 y protección de los derechos de NNA, así como una revisión bibliográfica sobre las 
investigaciones realizadas en el país sobre este tema o cuestiones similares. En segundo lugar, 
se llevó a cabo la recolección de información cuantitativa disponible en los sistemas de 
información pública de las autoridades competentes, específicamente, el Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario (INPEC) y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). Esta 
búsqueda se complementó con la presentación de solicitudes formales de información a dichas 
instituciones y otras autoridades. 
  
Por último, se realizaron entrevistas semiestructuradas con: a) expertos, investigadores y 
miembros de organizaciones que trabajan con personas privadas de la libertad o con NNA; b) 
autoridades o funcionarios estatales que forman parte de las instituciones competentes en este 
tema; c) personas que están o han estado privadas de la libertad por delitos relacionados con 
drogas; d) familiares o cuidadores de NNAPES que tienen o han tenido a sus padres privados de 
la libertad; y e) NNAPES que se encuentran bajo el cuidado de familiares.6 Además, se hizo un 
acompañamiento y observación en escenarios de interacción entre las familias y las personas 
privadas de la libertad, como es la fila de visita al establecimiento carcelario. 
  
De esta aproximación inicial se concluye que la información disponible no permite conocer el 
número exacto de NNA que tienen a sus padres privados de la libertad por delitos relacionados 
con drogas, ya que el INPEC no ha clasificado la edad de los hijos de la población encarcelada y 
la información pública disponible del ICBF sólo da cuenta de los NNAPES que están en el Sistema 
de Protección sin distinguir el sexo y el delito de los referentes adultos privados de la libertad. 
  
Asimismo, no se identificaron acciones concretas de política pública orientadas a la atención de 
las familias cuando uno de sus miembros está privado de la libertad, por lo cual no se encontró 
información disponible sobre su identificación, conformación y necesidades. Cabe señalar que 
la ausencia de acciones estatales contrasta con la presencia y acción de la sociedad civil y las 
organizaciones religiosas (pertenecientes, por ejemplo, a la iglesia católica y a congregaciones 
cristianas) que juegan un papel importante en la satisfacción de algunas de las necesidades de 
las familias; no obstante, esto depende de que las familias practiquen determinada religión.  

                                                           
4 La sigla NNAPES es utilizada en este estudio por razones prácticas; su intención no es despersonalizar u homogeneizar a niñas y 
niños con características, historias, vidas y voces únicas y propias. Por ello, su uso será alternado con los términos niñas y niños, 
hijas e hijos, niñez e infancias o, cuando se reportan testimonios, con el nombre ficticio del niño, niña o adolescente. 
5 De acuerdo con el Código Penitenciario y Carcelario (Ley No. 65 de 1993) las cárceles son los establecimientos de detención 
preventiva previstos exclusivamente para la retención y vigilancia de sindicados (artículo 21) y las penitenciarías son 
establecimientos destinados a la reclusión de condenados y en los cuales se ejecuta la pena de prisión mediante un sistema 
gradual y progresivo para el tratamiento de los internos (artículo 22). Por ello se incluyen normas con esta diferenciación.  
6 Los nombres de los NNAPES y sus familiares fueron cambiados para proteger su identidad.  
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Ante la ausencia de datos oficiales sobre los NNAPES y sus familias, los establecimientos 
penitenciarios se vislumbran como escenarios pertinentes para la realización de 
investigaciones; sin embargo, los obstáculos para ingresar a estas instituciones impiden 
obtener una amplia información sobre la situación y las necesidades de dicha población. Por ello, 
es necesario fortalecer los sistemas de información oficial incluyendo datos relevantes sobre los 
NNAPES y sus familias. 
  
Con la información recolectada se puede sostener, en principio, que los NNAPES sufren 
afectaciones en sus derechos derivadas de los desajustes que se dan o acentúan en su 
estructura familiar por el encarcelamiento de un referente adulto significativo que, en muchos 
casos, proveía el sostenimiento del hogar e imponía el orden y la autoridad, por lo cual es 
frecuente que, tras la detención del padre o la madre, los NNA presenten consumo de sustancias 
psicoactivas, permanencia en calle e incluso conductas delictivas. Igualmente, se observa que 
las redes familiares juegan un papel determinante en la ocurrencia de estas situaciones, pues 
pueden evitarse cuando la familia participa en la protección de los NNAPES o recrudecerse si no 
están presentes o actúan como agentes vulneradores de derechos.7 
  
Por tanto, se observa que el encarcelamiento de los padres impacta en los NNA al ser, por un lado, 
un escenario de riesgo de múltiples vulneraciones de derechos dada la exposición a contextos 
de abandono, institucionalización, explotación, consumo de sustancias psicoactivas, etc., y, por 
otro lado, un ámbito propicio para causar afectaciones en su situación emocional, su salud física 
y mental y sus posibilidades de desarrollarse en condiciones de igualdad respecto a otros NNA 
(Robertson, 2011).  

 
Este trabajo también permite corroborar que el endurecimiento de las sanciones penales, 
especialmente de las privativas de la libertad, constituye un escenario de mayor victimización 
para las poblaciones vulnerables, por lo cual invita a profundizar en los debates sobre las 
acciones que debe desarrollar el Estado para combatir el narcotráfico, en el marco del respeto a 
las obligaciones internacionales adquiridas en materia de derechos humanos, en especial, de 
los NNA.  
 
Para desarrollar estas ideas, el presente informe se divide en dos capítulos. El primero, expone 
las normas jurídicas vigentes sobre política de drogas, derechos de los NNA y regulación en 
materia penitenciaria. El segundo capítulo está dedicado a la descripción de la población sujeto 
de este estudio, incluyendo su identificación y la descripción de los impactos del 
encarcelamiento, la cual se ha construido con base en los hallazgos arrojados por el análisis de 
la información cuantitativa y por el trabajo de campo. Dicha descripción se desarrolla mediante 
tres escenarios relacionados con los contextos que rodean a los delitos de drogas y los impactos 
diferenciados que pueden ocasionar.  
 
Finalmente, se presentan recomendaciones con base en los hallazgos señalados a lo largo del 
informe, las cuales tienen la finalidad de fortalecer las acciones de política pública enfocadas en 
los NNAPES y la generación de escenarios más propicios para el ejercicio pleno de sus derechos, 
de conformidad con las obligaciones adquiridas por Colombia. 

  

 

  

                                                           
7 Esta idea surge tanto de las entrevistas realizadas con expertos, familiares cuidadores, personas privadas de la libertad y NNAPES 
como del análisis del material bibliográfico revisado para la redacción de este informe.  
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CAPÍTULO 1 

Marco normativo 
 

 

1.1 Normas orientadas a la protección y garantía de los derechos de la infancia 
 
1.1.1 Normas internacionales 

En cuanto a las normas internacionales aplicables, es necesario señalar que el artículo 93 de la 
Constitución Política de Colombia establece que “los tratados y convenios internacionales 
ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación 
en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno”, lo cual implica que los derechos y 
deberes consagrados en esta Carta se deben interpretar de conformidad con dichos tratados. Tal 
fórmula, conocida como “el bloque de constitucionalidad”, obedece a la idea de que la 
Constitución es un texto que requiere de constante alimentación por parte del intérprete, es 
decir, el juez y en el caso colombiano concretamente la Corte Constitucional.8  
 
De acuerdo con la Corte Constitucional, los tratados internacionales de derechos humanos se 
incorporan al texto de la Constitución, por tanto, tienen su mismo rango. Esto resulta de gran 
importancia al momento de interpretarlos, ya que significa que no solamente son fuente de 
obligaciones que deben ser cumplidas por el Estado ante la comunidad internacional, además 
de ser exigidas en estos marcos de protección, resultan exigibles de forma directa en el 
ordenamiento jurídico interno. 
 
Esto sucede con los tratados internacionales de derechos de la infancia ratificados por 
Colombia. Además de la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), la Corte Constitucional 
(2007) ha señalado que el marco de protección de los derechos de los NNA incluye la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, la Declaración de los Derechos del Niño de 1959, entre otros documentos. 
 
Por otro lado, la Corte Constitucional ha analizado —en el estudio de casos concretos— el 
contenido y alcance de otro tipo de documentos internacionales que no comportan obligaciones 
para el Estado colombiano, pero que sí establecen criterios de interpretación que deben ser 
tomados en cuenta, como las Observaciones Generales del Comité de los Derechos del Niño y las 
Reglas o Directrices expedidas en el marco del Sistema Internacional de Protección de Derechos 
Humanos. 
  
Tanto las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 

(1990), como las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de 
Menores (1985), establecen criterios para los Estados en materia de acceso a la justicia y 
detención. Sin embargo, no incluyen ninguna consideración concreta dirigida a las personas 
detenidas o encarceladas que tienen hijos menores de edad. 
  
Las Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil contienen, 
en los principios 11 a 19, una serie de orientaciones dirigidas a los Estados para fortalecer su 

                                                           
8 La Corte (2003) ha señalado que el bloque de constitucionalidad es una “unidad jurídica compuesta por normas y principios que, 
sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad 
de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia 
Constitución”.  
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capacidad de cumplir con la obligación de protección de los NNA. Éstas señalan la importancia 
de garantizar que los NNA crezcan en un ambiente familiar, para lo cual el Estado debe proveer 
asistencia a quienes requieren superar situaciones de inestabilidad o conflicto (ONU, 1990a). 
Igualmente, deben considerarse los aspectos contenidos en las Observaciones Generales del 
Comité de los Derechos del Niño (especialmente, en las Observaciones Generales 5, 10 y 12.).  
 
El marco internacional de derechos humanos de los NNA se caracteriza por establecer la 
obligación del Estado de promover la garantía del principio de protección integral. Estas normas 
deben ser acogidas por las disposiciones existentes en el ordenamiento interno, pero también 
deben materializarse en el desarrollo de las acciones de la política pública dirigida a la infancia, 
situación que requiere mayores avances, ya que Colombia tiene una alta tasa de ratificaciones 
de tratados internacionales, es decir, en principio, la voluntad política del país es amplia, pero la 
realización de las obligaciones aún se encuentra lejos de las expectativas que dichas normas 
plantean. Así, el Comité de los Derechos del Niño (2015) ha manifestado, en sus observaciones a 
los informes periódicos enviados por el país, que hay un avance importante en la aprobación de 
normas jurídicas orientadas a la protección de la infancia, pero se requieren mayores avances 
en sus procesos de implementación. 
 

1.1.2 Normas nacionales 

El marco normativo de protección de la infancia en el ordenamiento interno colombiano es 
amplio y tiene su fundamento en la Constitución Política de 1991, la cual establece en el artículo 
44 el carácter fundamental y prevalente de los derechos de la infancia. Este reconocimiento 
irradia todo el ordenamiento jurídico y se materializa, por ejemplo, en que la jurisprudencia 
constitucional admite que todos los derechos de los NNA pueden ser exigidos a través de la 
acción de tutela. 9 

  
Asimismo, el artículo 45 de 
la Constitución reconoce 
los derechos de los 
adolescentes a la 
formación y a la protección 
integral, además de la 
obligación del Estado de 
garantizar su participación 
en “organismos públicos y 
privados que tengan a 
cargo la protección, 
educación y progreso de la 
juventud”. Por otra parte, el 
artículo 42 establece que la 

familia es el núcleo fundamental de la sociedad, la cual debe ser protegida por el Estado, el cual 
tiene que garantizar los derechos de sus miembros en condiciones de igualdad.  

                                                           
9 “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 
preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad 
pública. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 
El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión. Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 
judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso podrán 
transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela 
procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés 
colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión” (Colombia, 1991: art. 86). 

Foto: Marisa Montes 
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Además del reconocimiento constitucional, el país llevó a cabo un importante avance normativo 
para el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la CDN al expedir la Ley No. 1098 de 2006 
(Código de la Infancia y la Adolescencia –CIA–), la cual establece normas de carácter sustancial 
y procesal para la protección integral de los NNA y la garantía de sus derechos bajo la acción 
conjunta de la familia, la sociedad y el Estado. Esta norma pretende regular de forma integral 
todos los aspectos relacionados con los derechos de los NNA a través de reglas concretas y 
principios generales que deben orientar la acción de los responsables.10  
 
En este sentido, es importante profundizar en dos aspectos regulados por el CIA: en primer lugar, 
el procedimiento administrativo de restablecimiento de derechos, el cual está constituido por 
reglas y pasos que deben realizarse para superar las situaciones que dan lugar a la vulneración 
de los derechos de los NNA. La finalidad de este proceso es materializar la función del Estado de 
“restaurar la dignidad e integridad de los NNA como sujetos y la capacidad para ejercer 
efectivamente los derechos que les han sido vulnerados” (Colombia, 2006: art. 50).11  
 
El segundo aspecto hace referencia a las normas que orientan el Sistema de Responsabilidad 
Penal Adolescente (SRPA), las cuales resultan relevantes para este estudio debido a que se 
identificó que algunos adolescentes bajo medidas de protección de internamiento tienen hijos 
menores de edad. Al respecto, debe señalarse que los adolescentes en conflicto con la ley penal 
requieren acciones de protección, por tanto, las medidas implementadas en este contexto deben 
restablecer los derechos que se consideran vulnerados. Por esta razón, se establece, en 
consonancia con las normas internacionales, que el internamiento debe ser una medida de 
última necesidad, que no tiene el carácter de sanción penal y que en todo momento se debe 
garantizar la comunicación con la familia, especialmente, con los padres o representantes.  
 
Por otro lado, el ICBF ha expedido una serie de documentos, conocidos como “lineamientos 
técnicos”, que establecen los parámetros concretos de acción para la ejecución de programas. 
En este tenor, es pertinente mencionar la “Ruta de actuaciones para el restablecimiento de 
derechos” (ICBF, 2016), la cual contiene un anexo para la atención de los hijos e hijas de la 
población interna en establecimientos de reclusión. Este anexo incluye criterios para iniciar los 
procesos de restablecimiento de derechos de los NNAPES, así como algunas recomendaciones 
para las autoridades administrativas en dos situaciones concretas de amenaza, inobservancia 
o vulneración de derechos: a) la de los niños y niñas menores de tres años que viven con sus 
madres en prisión y b) la de los NNAPES que estando fuera de la cárcel enfrentan “cualquier tipo 
de afectación”.12  
 
Este lineamiento impone a la autoridad administrativa la obligación de tomar en cuenta, en la 
determinación de medidas para el restablecimiento de derechos de los NNAPES, el contexto 
carcelario y el delito por el cual la persona está condenada; además, deben permitir la 
participación de la persona privada de la libertad en el desarrollo de este proceso y registrar, 
desde el principio, que se trata de “hijos de padres privados de la libertad por orden judicial”, 

                                                           
10 En relación con los principios orientadores establecidos en el Código de la Infancia y la Adolescencia, es necesario resaltar los 
siguientes aspectos: a) las normas que contiene son de orden público, por lo que se consideran irrenunciables y prevalecen en el 
orden interno; b) incorpora los principios de interés superior del niño, protección integral, prevalencia de derechos y 
corresponsabilidad; c) reconoce que la garantía del derecho a la igualdad requiere de la perspectiva de género y el enfoque 
diferencial en perspectiva étnica; y 4) reconoce un amplio catálogo de derechos.  
11 El proceso comienza cuando las autoridades competentes (en este caso, los defensores de familia adscritos al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar y los comisarios de familia adscritos a las alcaldías de cada municipio del país) llevan a cabo un 
primer diagnóstico de la situación de los NNA a través de la “verificación de la garantía de derechos”, acción considerada como la 
principal oportunidad con la que cuenta la administración para identificar las necesidades del niño y establecer la orientación de 
las acciones que se realizarán. En estos procesos es posible tomar medidas de fortalecimiento familiar y, en casos extremos, la 
separación del medio familiar y la subsecuente institucionalización de los NNA. 
12 Estos lineamientos no especifican a qué se refiere la expresión “cualquier tipo de afectación” por lo que, dada su amplitud, debe 
ser interpretada de acuerdo con el principio del interés superior del niño. 
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esto con el fin de identificar la cantidad de NNA en esta situación y las medidas tomadas en cada 
caso.  
  
En segundo lugar, se considera relevante el “Lineamiento de servicios para medidas y sanciones 
del proceso judicial de SRPA” (ICBF, 2016a), el cual establece reglas para que dichas medidas 
cumplan con la finalidad de restablecimiento que les atribuye la ley. Este documento señala que 
el equipo que lleva a cabo la valoración del adolescente sujeto de estas acciones debe identificar 
la existencia de hijos, hermanos u otros familiares menores de edad para determinar si es 
necesario adelantar acciones de protección con relación a ellos. Asimismo, incluye medidas de 
atención para las mujeres menores de edad con hijas e hijos lactantes o menores de tres años, 
estableciendo la posibilidad de que se estudie la imposición de sanciones no privativas de la 
libertad o domiciliarias y se permita que el hijo se mantenga al lado de su madre en la respectiva 
institución de protección. 
  
En relación con las adolescentes que son madres, se establece que el proceso adelantado debe 
incluir acciones dirigidas a fortalecer la relación maternal, el lazo familiar y la autonomía de la 
madre y el niño. En todos los casos, los hijos de estas mujeres deben contar con un “defensor de 
familia”13 que se encargue, a lo largo de todo el proceso, de verificar su situación de derechos. 
Tratándose de los adolescentes hombres no existe mención a su calidad de padres durante el 
proceso de restablecimiento de derechos —excepto en lo que tiene que ver con la reglamentación 
de las visitas de los hijos— mientras se encuentran en instituciones de protección. 14 

 
Cabe señalar que, aun cuando la expedición del CIA es un importante avance normativo, las 
acciones concretas para su materialización, tanto en general como para los NNAPES, se 
encuentran en una fase muy incipiente.15  
 
El Código Penitenciario y Carcelario —norma que regula las medidas de aseguramiento, la 
ejecución de penas privativas de la libertad y las medidas de seguridad— contiene algunas 
disposiciones para el tratamiento de los NNAPES. En primer lugar, incluye la posibilidad de que 
las mujeres con hijos menores de tres años puedan solicitar su permanencia al interior del 
establecimiento carcelario; a su vez, señala que estos niños y niñas deben ser sujetos de 
atención social y permanecer en guarderías, separados de la población penitenciaria general, 
para lo cual los establecimientos carcelarios deben contar con “infraestructura que garantice a 
las mujeres gestantes, sindicadas o condenadas, un adecuado desarrollo del embarazo y con un 
ambiente propicio para madres que propenda al correcto desarrollo psicosocial de los niños y 
niñas menores de tres (3) años que conviven con sus madres” (Colombia, 2014: art. 18). La Corte 
Constitucional se pronunció sobre este asunto en la sentencia C-157 de 2002 en la que declaró la 
exequibilidad16 de las normas que permiten la permanencia de los niños y niñas menores de 
edad con sus madres en la reclusión, por considerar que separarlos de ellas conllevaría a la 
vulneración de sus derechos, especialmente, al cuidado y al amor; además, reiteró que le 
corresponde al Estado brindar las condiciones para que su estadía se haga con respeto y 
garantía de todos sus derechos.  
 

                                                           
13 Autoridad administrativa competente para conocer los procesos administrativos de restablecimientos de derechos de acuerdo 
con el Código de la Infancia y la Adolescencia.  
14 El Comité de los Derechos del Niño (2015) ha pedido al Estado colombiano que garantice una adecuada implementación y 
funcionamiento del SRPA suministrándole los recursos humanos y económicos necesarios para tal fin. Especialmente, ha señalado 
la importancia de que se promuevan medidas alternativas a la detención garantizando que éstas sean un último recurso y por 
periodos cortos de tiempo. 
15 Numerosas investigaciones han demostrado que los procesos de restablecimiento de derechos que se desarrollan en el marco 
del sistema de protección de los NNA siguen teniendo serias dificultades y, en muchas ocasiones, generan mayor victimización 
para las personas involucradas (Guáqueta et al., 2011).  
16 Mediante este tipo de pronunciamientos el Alto Tribunal de la Jurisdicción Constitucional determina si una norma jurídica se 
ajusta a la Constitución Política y si puede continuar vigente en el ordenamiento.  
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En segundo lugar, el Código 
incluye una prohibición general de 
reclusión de NNA junto con 
personas mayores de edad y la 
correspondiente obligación del 
Estado de establecer lugares 
específicos para su internación, 
los cuáles deben estar a cargo del 
ICBF (Colombia, 2014: art. 30). 
Asimismo, señala que le 
corresponde al Director del INPEC 
coordinar con el ICBF “la 
programación de atención y ayuda 
especial a los hijos menores de las 
personas privadas de libertad” 
(Colombia, 2014: art. 155)  y 
establece las reglas para las 
visitas a los centros 
penitenciarios señalando que sólo 
podrán ingresar los NNA que sean 
“familiares en el primer grado de 
consanguinidad o primero civil” y 
que las visitas deberán realizarse 
por lo menos una vez al mes (en 
días diferentes a los de las visitas 
íntimas), en lugares especiales 
(diferentes de las celdas o 
dormitorios) y con vigilancia 
permanente (deben observarse 
mecanismos de seguridad 
especiales y diferenciados para 
garantizar los derechos de los 
visitantes). 
 
La Corte Constitucional se 
pronunció sobre el contenido de 
esta norma en la sentencia C-026 
de 2016 aclarando que es posible 
que se autoricen visitas —en los 
términos antes descritos— de NNA 
que no sean familiares, si se 
demuestra que tienen un “vínculo 
estrecho de familiaridad con la 
persona privada de la libertad, 
surgido a partir de la existencia de 
lazos de convivencia, afecto, 
respeto, solidaridad, protección y 
asistencia”.  

 

 
 
 

Foto: Marisa Montes 
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1.2 Normas que regulan la problemática de las drogas 
 
1.2.1 Consideraciones en relación con las normas internacionales 

Los tratados internacionales ratificados por Colombia que regulan las acciones del Estado en el 
marco de la lucha contra las drogas no forman parte del bloque de constitucionalidad, a 
diferencia de los instrumentos relacionados con los derechos de los NNA que se mencionaron en 
el apartado anterior. Esta diferencia que, en principio, puede considerarse como meramente 
formal, tiene consecuencias directas en el cumplimiento de las obligaciones internacionales, al 
menos en los siguientes aspectos: 
  

1) interpretación de obligaciones: en el cumplimiento de las obligaciones internacionales 
del Estado en materia de lucha contra las drogas deberán tenerse como parámetros de 
interpretación los tratados de derechos humanos. 

2) priorización en el cumplimiento de obligaciones: el Estado debe priorizar el cumplimiento 
de sus obligaciones en materia de garantía de los derechos humanos ya que, de acuerdo 
con la Constitución Política, son fines esenciales del Estado “servir a la comunidad, 
promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución” (Colombia, 1991: art. 2). 

 

1.2.2 Normas nacionales en materia de política antidrogas 

Las normativas en materia de sustancias psicoactivas pueden dividirse en tres categorías: a) 
las de prevención del consumo, b) las que aprueban e incorporan tratados internacionales al 
ordenamiento interno y c) las normas penales que establecen los delitos y las sanciones por las 
conductas relacionadas con drogas. 
 
1.2.2.1 Normas para la prevención y atención del uso de drogas 

Las normas relacionadas al consumo tienen la finalidad de establecer lineamientos para la 
protección de la infancia y la juventud respecto del consumo, así como medidas de 
rehabilitación. Dentro de estas normas se encuentra la Ley de la Juventud que impone la 
obligación de establecer políticas públicas orientadas a la creación de programas de 
reeducación y resocialización de jóvenes “involucrados en fenómenos de drogas, alcoholismo, 
prostitución, delincuencia, conflicto armado e indigencia” (Colombia, 1997: art. 29). Por su parte, 
la Ley No. 1566 tiene entre sus objetivos garantizar la atención integral para consumidores de 
sustancias psicoactivas y reconocer el consumo como un problema de salud pública que 
requiere de acciones diferentes a la persecución penal (Colombia, 2012). 
 
A su vez, el Código de Policía establece que el consumo de sustancias psicoactivas en lugares no 
autorizados, cerca de instituciones educativas o cerca de personas menores de edad es un 
comportamiento contra la convivencia que amerita medidas correctivas y orientadas a la 
rehabilitación (Colombia, 2016). 
 
1.2.2.2 Normas que incorporan tratados internacionales al ordenamiento jurídico interno 

La Tabla 1 señala las normas que incorporan los tratados internacionales que establecen 
obligaciones en la lucha contra las drogas, así como aquellos acuerdos de carácter bilateral entre 
Colombia y otros países para la colaboración en esta materia.  
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Tabla 1. Leyes que incorporan tratados de drogas 

 

 
 

Fuente: Elaboración propia. 

Norma Tratado que incorpora Objeto 

Ley No. 13 de 1974 Convención Única de Estupefacientes. 

Establecer un régimen unificado de acción para sustituir los 
anteriores acuerdos internacionales, creando un sistema de 

fiscalización unificado y universal, con tendencia a prohibir la 
producción y oferta de estupefacientes, excepto con fines 

médicos y científicos (Armenta y Jelsma, 2015). 

Ley No. 43 de 1980 
Convenio de Viena sobre Sustancias 

Psicotrópicas. 

Dar una respuesta al surgimiento de nuevos tipos de 
sustancias psicoactivas (anfetaminas, barbitúricos, 

benzodiacepinas y otras drogas psicodélicas) cuyo consumo 
aumentó en la época y requería de mayor control (Ídem). 

Ley No. 67 de 1993 

Convención de las Naciones Unidas 
contra el Tráfico Ilícito de 

Estupefacientes y Sustancias 
Psicotrópicas. 

Endurecer las medidas de la guerra contra las drogas 
impulsada por el Gobierno de Estados Unidos como 

consecuencia del aumento de la demanda y el consumo en los 
países desarrollados (Ídem). 

Ley No. 800 de 
2003 

Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada 

Transnacional y Protocolo para 
Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata 
de Personas, Especialmente Mujeres y 

Niños. 

Promover la cooperación para prevenir y combatir más 
eficazmente la delincuencia organizada transnacional. 

Ley No. 624 de 
2000 

Acuerdo entre la República de 
Colombia y el Reino de España sobre 

cooperación en materia de prevención 
del uso indebido y control del tráfico 

ilícito de estupefacientes y 
sustancias psicotrópicas. 

Prevenir, controlar y reprimir las actividades de producción, 
fabricación, tráfico, distribución, venta ilícita y consumo 

indebido de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, a 
través de: a) intercambio permanente de información y 

documentación; b) asistencia técnica para apoyar programas 
de capacitación en las áreas de experiencia de cada una de las 

Partes Contratantes; c) autorización de actividades 
coordinadas, siempre que no contravengan su derecho interno; 

y d) asistencia técnica y científica en la realización de 
proyectos y programas, el intercambio de información de 

prevención sobre uso indebido de estupefacientes, la asistencia 
sociosanitaria a consumidores y su reinserción social. 

Ley No. 517 de 1999 

Acuerdo de cooperación para la 
prevención, control y represión del 

lavado de activos derivado de 
cualquier actividad ilícita entre los 
Gobiernos de Colombia y Paraguay. 

Ser un mecanismo de cooperación y asistencia mutua para: a) 
prevenir, controlar y reprimir el lavado de activos a través de las 

actividades realizadas por las instituciones financieras; b) 
prevenir, controlar y reprimir el lavado de activos realizado a 

través de la comercialización internacional de bienes, servicios 
o transferencia de tecnología; y c) prevenir, controlar y reprimir 

el lavado de activos a través de la movilización física de 
capitales, desde o hacia sus fronteras territoriales. 

Ley No. 674 de 2001 

Acuerdo de cooperación para la 
prevención, control y represión del 

lavado de activos derivado de 
cualquier actividad ilícita entre los 
Gobiernos de Colombia y República 

Dominicana. 

Ley No. 1165 de 
2007 

Acuerdo de cooperación para la 
prevención, control y represión del 

lavado de activos derivados de 
cualquier actividad ilícita entre los 

Gobiernos de Colombia y Perú. 



 

 

 
 

· 14 · 
 

 

1.2.2.3 Normas penales 

1.2.2.3.1 Estatuto Nacional de Estupefacientes (Ley No. 30 de 1986, modificada por la Ley No. 
356 de 1997)  

El capítulo 5 del Estatuto Nacional de Estupefacientes regula los delitos y las sanciones en 
relación con las sustancias que se consideran ilegales; concretamente, establece tres tipos de 
conductas sancionadas: a) las que tienen que ver con el cultivo de marihuana u otras plantas 
usadas para producir cocaína, morfina, heroína o cualquier otra sustancia que genere 
dependencia (Colombia, 1982: art. 32); b) las acciones de tenencia o comercialización de las 
sustancias (Colombia, 1982: art. 33); y c) las conductas relacionadas con la destinación y uso de 
inmuebles para su producción (Colombia, 1982: art. 34). 
  
Las sanciones consisten en privación de la libertad y multas dependiendo del tipo y cantidad de 
sustancia. Cabe señalar que algunas agravantes a la sanción penal que pueden duplicar el 
mínimo de la pena son: la participación de una persona menor de 16 años en la actividad 
delictiva; la realización de la conducta en un espacio educativo, de juego o de socialización para 
NNA; y la comisión del delito siendo docente o educador de la niñez (Colombia, 1982: art. 38).  
 

1.2.2.3.2 Código Penal (Ley No. 599 de 2000) 

El Código Penal colombiano ha incorporado los dos grandes ámbitos regulados por el derecho 
internacional en materia de lucha contra las drogas. Por un lado, el título orientado a perseguir 
los delitos contra el patrimonio económico contiene un capítulo destinado al lavado de activos, 
el cual establece penas que van desde los dos hasta los seis años de prisión para estas 
actividades. Por otro lado, el título de los delitos relacionados con la salud pública incluye un 
capítulo destinado al tráfico de estupefacientes (su contenido se desarrolla en la Tabla A1 que se 
anexa al final de este informe). 
 
Las conductas penalizadas están sometidas a las causales de agravación señaladas en la Ley 
No. 30, las cuales tienen su origen en la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico 
Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas (1988) y son:  
 

1) Cuando el hecho se realice: 
a) Valiéndose de la actividad de un menor, o de quien padezca trastorno mental, o de 
persona habituada; 
b) En centros educacionales, asistenciales, culturales, deportivos, recreativos, 
vacacionales, cuarteles, establecimientos carcelarios, lugares donde se celebren 
espectáculos o diversiones públicas o actividades similares o en sitios aledaños a los 
anteriores; 
c) Por parte de quien desempeñe el cargo de docente o educador de la niñez o la 
juventud; 
d) En inmueble que se tenga a título de tutor o curador. 

2) Cuando el agente hubiere ingresado al territorio nacional con artificios o engaños o sin 
autorización legal, sin perjuicio del concurso de delitos que puedan presentarse. 

3) Cuando la cantidad incautada sea superior a mil (1,000) kilos si se trata de marihuana; a 
cien (100) kilos si se trata de marihuana hachís; y a cinco (5) kilos si se trata de cocaína 
o metacualona o dos (2) kilos si se trata de sustancia derivada de la amapola (Colombia, 
1986: art. 38). 

 

Finalmente, la Ley No. 1709 excluyó de la pena sustitutiva de prisión domiciliaria a los “delitos 
relacionados con el tráfico de estupefacientes y otras infracciones” (Colombia, 2014: art. 32).  
 



 

 

 
 

· 15 · 
 

 

1.3 Una anotación necesaria: una breve introducción al Acuerdo de Paz entre el 
Gobierno colombiano y la guerrilla de las FARC en materia de políticas de drogas 
 
El punto 4 de este Acuerdo contiene lo que se ha denominado “solución al problema de las drogas 
ilícitas”, aquí se reconoce el papel que ha tenido el tráfico de estupefacientes en el conflicto 
armado, pero sobre todo se indica cómo este fenómeno ha impactado negativamente en la 
sociedad y se ha mantenido “en parte gracias a la existencia de condiciones de pobreza, 
marginalidad, débil presencia institucional, además de la existencia de organizaciones 
criminales dedicadas al narcotráfico” (Colombia y FARC-EP, 2016). 
 
Con el fin de resolver estas problemáticas, el Acuerdo incluye tres puntos: a) solución definitiva 
al problema de las drogas ilícitas mediante la sustitución de cultivos con proyectos productivos 
y la recuperación de los territorios afectados, todo ello con la participación de las comunidades; 
b) programas de salud pública y control del consumo; y c) solución al fenómeno de la producción 
y comercialización fortaleciendo la criminalización y judicialización y atacando las estructuras 
de lavado de activos y corrupción que lo soportan.  
 
Además de reconocer la relación entre el problema de las drogas ilícitas y el conflicto armado, 
así como las condiciones sociales que han favorecido la existencia de este fenómeno en el país, 
es prioritario que se lleven a cabo las acciones necesarias para la implementación de este 
Acuerdo considerando el impacto que tendrán en el ámbito rural y en los territorios urbanos, 
especialmente, en las redes de venta y distribución que existen en las ciudades y en las personas 
que terminan en reclusión por delitos relacionados con el tráfico.  
 

 
1.4 Conclusiones preliminares 
 
En Colombia existe una amplia base de protección de los derechos de los NNA que debe aplicarse 
en todos los contextos; tal obligación deriva tanto de los tratados internacionales ratificados por 
este país, como de la normatividad interna que reconoce a los NNA como sujetos plenos de 
derechos y establece que la familia, la sociedad y el Estado deben actuar de forma conjunta para 
garantizar su ejercicio y protegerlos en caso de vulneración.  
 
En cuanto a las normas referidas al problema de las drogas, se encuentran, por un lado, aquellas 
que buscan actuar sobre el consumo y, por el otro, las orientadas a penalizar las acciones de 
tráfico incluyendo el cultivo, la venta y el lavado de activos. El énfasis de esta política se ha 
puesto en la respuesta penal, a través del endurecimiento de las sanciones privativas de la 
libertad y la eliminación de beneficios para las personas que cometen estos delitos, postura que 
no toma en cuenta los impactos que estas sanciones pueden tener en la sociedad y en la niñez, 
los cuales se manifiestan, por ejemplo, en la existencia de adolescentes judicializados por estos 
delitos y la separación de los NNA de sus padres o cuidadores cuando estos son privados de la 
libertad. Aunado a esto, en la imposición de las penas no se considera el grado de 
responsabilidad de las personas en la cadena del narcotráfico, ni la representatividad de su 
aporte; situación que deriva en una aplicación desproporcionada del derecho penal que 
contraviene los principios que lo rigen y las obligaciones del Estado en materia de garantía y 
protección de los derechos humanos.  
 
En estos escenarios los NNA aparecen como “objetos de protección” lejos de una perspectiva que 
permita materializar el principio del interés superior del niño y garantizar su visibilización como 
sujetos de derechos. Así, por ejemplo, se sanciona su presencia o “utilización” en las conductas 
penales, pero no se valoran los efectos que la imposición de sanciones puede tener en sus vidas 
y en el ejercicio de sus derechos.  
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En el ámbito penitenciario, las normas incluyen la obligación general de protección (tanto de los 
adultos como de los adolescentes en el SRPA) y establecen algunas reglas orientadas a fortalecer 
la relación familiar en este contexto, tal es el caso del reconocimiento del derecho a las visitas y 
de la posibilidad de que los niños y niñas menores de tres años permanezcan en compañía de 
sus madres mientras cumplen sus penas. Sin embargo, estas normas se han concebido desde 
la perspectiva de los derechos de las personas privadas de la libertad, por su condición de 
vulnerabilidad, y no desde el análisis de los derechos de los NNA involucrados. 
 
Por otro lado, la inclusión de un punto dirigido a solucionar el problema de las drogas en el 
Acuerdo de Paz celebrado entre el Gobierno de Colombia y la guerrilla de las FARC, apunta hacia 
el reconocimiento de que la ausencia de acciones concretas, diferentes a las penales, para hacer 
frente al fenómeno de las drogas, contribuyó al endurecimiento del conflicto armado, al 
crecimiento del tráfico de drogas (y los delitos asociados) en todo el territorio nacional y a la 
profundización de la vulnerabilidad de algunos sectores de la sociedad.  
 
En este sentido, las acciones que se lleven a cabo con el fin de implementar el contenido del 
Acuerdo de Paz deben dialogar con las políticas públicas de prevención y con las normas penales 
que establecen las sanciones para las conductas relacionadas con drogas, con el fin de 
conseguir un impacto real en la garantía y protección de derechos de las y los ciudadanos y, 
concretamente, de los NNA.  
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CAPÍTULO 2 

Identificación de la población: ¿cuántos y 
quiénes son los hijos e hijas de las personas 
privadas de la libertad por delitos de drogas? 
 

 

Este apartado presenta diversos datos sobre las personas privadas de la libertad por venta y 
distribución de drogas. Cabe señalar que al analizar tanto el fenómeno del narcotráfico, como el 
de los delitos asociados a éste, se observa que los sujetos más débiles del ciclo criminal reciben 
con mayor intensidad el impacto de las sanciones penales y enfrentan más frecuentemente el 
encarcelamiento, por ser fácilmente reemplazables.17  
 
Asimismo, de acuerdo con la finalidad de este informe, se busca determinar quiénes son las 
familias de estas personas y especialmente los NNA que las conforman. Para cumplir este 
objetivo, se tomaron en cuenta los sistemas de información que existen actualmente en 
Colombia en dos ámbitos: i) el de las personas privadas de la libertad y ii) el de la protección de 
la infancia, así como las respuestas a las peticiones de información dirigidas al INPEC y al ICBF.  
 
 
 
2.1 Cuantificación de los delitos 
 
El Código Penal colombiano incluye múltiples delitos relacionados con el tráfico de 
estupefacientes, siendo el de mayor ocurrencia el tráfico, fabricación o porte de estas 
sustancias, el cual se encuentra ubicado en el tercer lugar de todos los delitos a nivel nacional 
(considerando el número total de personas detenidas independientemente de si tienen el 
carácter de sindicadas o condenadas). De acuerdo con las cifras oficiales, hay más de 24,000 
mujeres y hombres detenidos por esta conducta.  
 

Gráfica 1. Número de personas privadas de la libertad por tipo de delito (delitos de mayor 
ocurrencia) 

 

 

Fuente: Elaboración propia con base en el tablero de control intramural del INPEC (fecha de 
corte: 31 de enero de 2018). 

                                                           
17 Entrevista con el experto en derecho Jorge Alberto Parra Norato (24 de noviembre de 2017).  
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En este sentido, las cifras de la Fiscalía General de la Nación indican que en 2017 hubo un total 
de 76,999 investigaciones iniciadas, de las cuales 89.9% se relacionaba con el tráfico, fabricación 
o porte, y 6.5% con la conservación o financiación de plantaciones.  

 

Gráfica 2. Número de investigaciones penales iniciadas a nivel nacional en 2017 
  

 

Fuente: Elaboración propia con base en la información de la Fiscalía General de la Nación 
(fecha de corte: 31 de enero de 2018). 

 

Al considerar únicamente las investigaciones iniciadas por tráfico, se observa que la ocurrencia 
más alta de este delito se da en el departamento de Antioquia, seguido por la ciudad de Bogotá 
y, en tercer lugar, el departamento de Valle del Cauca; es así que, de las 69,281 investigaciones 
por tráfico, más de 22,000 se iniciaron en Antioquia y 7,702 en Bogotá. Estas cifras coinciden con 
las zonas del país donde el narcotráfico ha tenido mayor influencia desde la época de los 80’s, 
cuando surgieron las figuras de los grandes capos líderes de los Carteles de Cali y Medellín, cuyo 
protagonismo en la evolución del conflicto armado en Colombia está ampliamente documentado 
(Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional 
Humanitario, 2003). 
 
En consecuencia, estos territorios han sido objeto, desde hace tres décadas, de un amplio 
despliegue —especialmente, policiaco y militar— de lucha contra el narcotráfico. Sin embargo, 
las cifras actuales no reflejan un impacto significativo de estas acciones en el fenómeno del 
narcotráfico, el cual sigue afectando esos territorios. 
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Gráfica 3. Investigaciones iniciadas por el delito de tráfico, fabricación y porte de 
estupefacientes por departamento 

 

 

Fuente: Elaboración propia con base en la información de la Fiscalía General de la Nación 
(fecha de corte: enero de 2018). 
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2.2.1 En el marco del sistema penal de adultos  

De acuerdo con datos actuales del INPEC, los delitos de drogas juegan un papel determinante en 
la privación de la libertad tanto de hombres como de mujeres, en ellos este delito es el cuarto 
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42%

15%

11%

8%

7%

4%

4%
3%

3%3%

Antioquia BOGOTÁ, D. C. Valle del Cauca Santander Caldas

Cundinamarca Quindío Atlántico Nariño Risaralda

Foto: Marisa Montes 



 

 

 
 

· 20 · 
 

 

Tabla 2. Ocurrencia de delitos por sexo (hombres y mujeres)  
 

HOMBRES 

Modalidad delictiva Condenado Sindicado Total 

Hurto 18,489 7,977 26,466 

Homicidio 20,354 5,852 26,206 

Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones 15,594 5,145 20,739 

Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 14,278 6,351 20,629 

Concierto para delinquir 10,316 8,395 18,711 

MUJERES 

Modalidad delictiva Condenada Sindicada Total 

Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 2,411 1,069 3,480 

Concierto para delinquir 1,162 1,030 2,192 

Hurto 895 421 1,316 

Homicidio 734 269 1,003 

Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones 416 149 565 

 

Fuente: Elaboración propia con base en la información arrojada por el tablero interactivo del 
INPEC (fecha de corte: enero de 2018). 

 

Según la información otorgada por el INPEC (2017a), hay alrededor de 107,000 hombres privados 
de la libertad, de los cuales 14,000 están en dicha situación por delitos de drogas, cantidad que 
representa más o menos el 13% de la población carcelaria masculina. 
 
Por otro lado, de las más de 7,000 mujeres encarceladas alrededor de 2,400 lo están por el delito 
de tráfico, es decir, 31% aproximadamente, lo cual demuestra una alta incidencia de los delitos 
de drogas en la población femenina.18  
 
Al respecto, la mayoría de las personas entrevistadas coincidió en señalar que, en el caso de las 
mujeres, existe una confluencia de vulnerabilidades que comienzan antes de la comisión del 
delito, ya que muchas de ellas provienen de contextos caracterizados por la falta de 
oportunidades académicas y laborales, la debilidad de las redes familiares, el abandono de sus 
esposos o compañeros, entre otros factores. 
 
Esta vulnerabilidad se mantiene cuando entran al sistema penal (muchas veces, porque no 
cuentan con una verdadera defensa técnica) y se prolonga después de su salida debido al 
estigma que sufren por el encarcelamiento, el cual es mayor que el enfrentado por los hombres.19  

                                                           
18 Cabe aclarar que al momento de elaborar este informe no estaba disponible el boletín mensual correspondiente al mes de enero 
de 2018, por lo cual es necesario reconocer que puede existir una pequeña variación en los datos; no obstante, se considera que 
esta conclusión se puede sostener aún en ese caso.  
19 Entrevista con Ana Lucia Moncayo, miembro del Centro de Investigaciones en Política Criminal de la Universidad Externado de 
Colombia (30 de noviembre de 2017).  
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La Gráfica 4 detalla el número de mujeres y hombres en reclusión por delitos de drogas, en la 
misma llama la atención que casi 8,000 personas están en calidad de sindicados, cifra que 
demuestra la tendencia a utilizar la detención preventiva en la mayoría de los casos en los que 
se cometen estos delitos, al considerarlos graves y dar predominancia a la prisión como medida 
sancionatoria.  

 

Gráfica 4. Hombres y mujeres detenidos por tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 
 

 

Fuente: Elaboración propia con base en el tablero de delitos del INPEC (fecha de corte: enero 
de 2018). 

 

Esta orientación punitiva tiene impactos negativos en las poblaciones más vulnerables como 
las mujeres, así lo han sostenido varios estudios realizados en el país, donde se ha visto que el 
encarcelamiento por estos delitos sigue aumentando con el paso del tiempo (Uprimny et al., 
2016). 
 
Tal situación empieza a evidenciar la gravedad de las afectaciones en los NNA que se ven 
obligados a separarse de sus padres como consecuencia del encarcelamiento, ya que las 
condiciones de vulnerabilidad también confluyen en la población infantil, por ejemplo, si las 
mujeres privadas de la libertad no cuentan con redes familiares de apoyo, sus hijos tampoco las 
tendrán y las consecuencias del encarcelamiento incidirán directamente en ellos.20  
 

2.2.2 En el marco del sistema de responsabilidad penal adolescente 

De acuerdo con las cifras del ICBF, en junio de 2017 había 11,507 adolescentes bajo medidas de 
protección en todo el territorio nacional, siendo el tráfico de estupefacientes el segundo delito 
de mayor ocurrencia, después del hurto. 
 
 
 
 

                                                           
20 Esta conclusión está respaldada por múltiples expresiones de los expertos entrevistados.  
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Gráfica 5. Delitos de mayor ocurrencia entre los adolescentes en el marco del SRPA 
  

 

Fuente: Elaboración propia con base en el tablero SRPA-ICBF (fecha de corte: junio de 2017). 
 

De forma similar a lo que sucede con la población adulta privada de la libertad, la mayor cantidad 
de adolescentes bajo medidas de protección se encuentra en los departamentos de Antioquia y 
Cundinamarca, así como en las ciudades capitales, ya que Medellín y Bogotá tienen las tasas 
más altas.  

 

Gráfica 6. Adolescentes en el SRPA por el delito de tráfico según territorio  

 

Fuente: Elaboración propia con base en el tablero SRPA-ICBF (fecha de corte: junio de 2017). 
 

 
2.3 Identificación de los niños, niñas y adolescentes con padres privados de la 
libertad 
 
2.3.1 En relación con la población adulta 

Para determinar la cantidad y las características generales de los NNAPES que hay en Colombia 
se solicitó información a las entidades competentes; sin embargo, son pocos los datos 
obtenidos, ya que el INPEC (institución encargada de la coordinación de los establecimientos 
carcelarios) desconoce la edad de los hijos de la población privada de la libertad (INPEC, 2017a). 
Igualmente, el ICBF (institución encargada de la protección de los derechos de la infancia en el 
país) no cuenta con información en este sentido, a pesar de que uno de sus lineamientos 
especifica que, en el marco del proceso de protección de los NNAPES, se debe registrar como 
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motivo de ingreso que sus referentes adultos están privados de la libertad (ICBF, 2016), por ello 
se desconoce si estos procesos forman parte de las historias de atención de los NNAPES. 21 

  
En general, las estadísticas del INPEC refieren que 74,601 personas privadas de la libertad tienen 
hijos, siendo que aproximadamente 68,000 son padres y el resto (más o menos 6,500) son 
madres. Asimismo, el INPEC señala que hay un total de 175,416 hijos de personas privadas de la 
libertad (INPEC, 2016). Concretamente, la información da cuenta de 15,862 personas 
encarceladas por delitos no violentos relacionados con drogas que tienen hijos, para un total de 
37,487, de los cuales 12,303 son hijos de personas en condición de sindicados, es decir, en prisión 
preventiva como se puede observar en la Gráfica 7. 

 

Gráfica 7. Hijos de mujeres y hombres privados de la libertad 

 

Fuente: Elaboración propia con base en la respuesta al derecho de petición emitida por el 
INPEC (fecha de corte: noviembre de 2016). 

 

Dicha información no permite distinguir la cantidad de hijos menores de edad de la población 
penitenciaria. Sin embargo, se puede estimar que al menos 55% de esta población tiene hijos o 
hijas en ese rango de edad.22 Esta estimación se hizo a partir del número de personas detenidas 
que tienen entre 18 y 34 años de edad, por considerar que en este rango existe mayor 
probabilidad de que sus hijos sean NNA.  
 
 

Tabla 3. Personas privadas de la libertad de 18 a 34 años de edad 
 

Edad Cantidad 

18-24 17,320 

25-29 24,787 

30-34 21,225 

Total 63,332 

 
Fuente: Elaboración propia con base en el reporte de rangos etarios intramural - tablero del 

INPEC (fecha de corte: enero de 2018). 

                                                           
21 Reunión con funcionarios de la Dirección de Infancia y Adolescencia del ICBF (17 de noviembre de 2017).  
22 Porcentaje sobre el total de personas detenidas sin distinción de delito y situación jurídica (fecha de corte: enero de 2018). 
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Por otro lado, a pesar de que la ruta de atención del ICBF indica que la privación de la libertad del 
padre o la madre debe incluirse como causal de ingreso al proceso de restablecimiento de 
derechos, la información pública disponible sobre el número de ingresos registrados no incluye 
esta categoría23 y sólo permite conocer el número de NNA a los que se les inició dicho proceso.  
 
De acuerdo con el ICBF, hay 220,000 NNA en procesos de restablecimiento de derechos, de los 
cuales 120,000 son mujeres y el resto hombres, la violencia sexual es la principal causa de 
ingreso entre las primeras, con 37,000 casos. Sin embargo, llama la atención que existan cerca 
de 90,000 casos de ingresos bajo el motivo “otro”, lo que impide conocer su verdadera causal de 
ingreso al sistema. 

 
Gráfica 8. Motivo y edad de ingreso al proceso de restablecimiento de derechos 

 

 

Fuente: Elaboración propia con base en el tablero de protección del Observatorio de Derechos 
de la Niñez (fecha de corte: 31 de agosto de 2017). 

                                                           
23 Es necesario aclarar que esta información corresponde exclusivamente a la disponible públicamente.  
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La Dirección de Protección del ICBF cuenta con información pública muy limitada sobre los 
NNAPES que se encuentran en procesos de restablecimiento de derechos. De acuerdo con esta 
institución, en mayo de 2016 había en todo el territorio nacional un total de 201 NNAPES en estos 
procesos; sin embargo, no detalla las causas que motivaron la iniciación de los mismos, es decir, 
no se sabe si ingresaron al sistema por el encarcelamiento de sus padres o si sufrieron otra 
vulneración. Tampoco hay información pública disponible sobre su estado, por ejemplo, se 
desconoce si se decretaron medidas de protección para los NNAPES, si fueron separados de sus 
familias o si los procesos de restablecimiento se llevan a cabo en medio familiar.  
 

Tabla 4. Niños, niñas y adolescentes con padres privados de la libertad en el sistema de 
protección, según sexo y edad 

 
Sexo Total 

Femenino 93 

Masculino 108 

Total general 201 

Rango de edad Total 

0-6 años 36 

6-12 años 85 

12-18 años 73 

Mayor de 18 años 7 

Total general 201 

 
Fuente: Cifras oficiales del ICBF (fecha de corte: mayo de 2016). 

 

De acuerdo con los datos referentes al sistema de protección del ICBF, el mayor número de 
NNAPES se encuentra entre los 6 y los 12 años de edad; en este sentido, llama la atención la 
presencia de 7 personas mayores de 18 años, lo cual podría indicar que se trata de adolescentes 
que estuvieron institucionalizados y que, por alguna razón, reciben un apoyo al egresar o 
también podrían ser personas con discapacidad.24 Tal situación es sumamente importante 
porque uno de los retos más complejos de las instituciones de protección es contar con rutas y 
procedimientos de apoyo para los adolescentes que están por cumplir la mayoría de edad, 
teniendo en cuenta que en ese momento cesa la obligación del ICBF hacia ellos (Guáqueta et al., 
2010). 
 
La distribución territorial de los NNAPES que se encuentran en el sistema de protección muestra 
en los tres primeros lugares al departamento de Valle del Cauca, seguido por la ciudad de Bogotá 
y el departamento de Caldas. Esta distribución coincide parcialmente con las cifras sobre los 
lugares con más personas adultas encarceladas por tráfico de estupefacientes, pues aquí el 
departamento de Antioquia ocupa el séptimo lugar.  

                                                           
24 Al participar en una visita institucional se conoció el caso de una adolescente de 15 años con discapacidad internada en una 
institución de protección, denominada Luz y vida, cuyo proceso terminó con la declaratoria de adoptabilidad porque su madre tiene 
una condena superior a los 10 años de prisión; tomando en cuenta la intensidad de su discapacidad y las dificultades que podría 
enfrentar para llegar a ser adoptada, se le preguntó a la trabajadora social que sucedería con dicha adolescente después de 
cumplir la mayoría de edad y ella afirmó que en estos casos los NNA normalmente continúan en la institución de protección por un 
periodo de dos años hasta que se encuentra otra medida en el marco de la política social.  
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Gráfica 9. Niños, niñas y adolescentes con padres privados de la libertad en el sistema de 
protección, según distribución territorial 

  

 

Fuente: Elaboración propia con base en las cifras oficiales del ICBF (fecha de corte: mayo de 
2016). 

 

Esta falta de correspondencia entre el encarcelamiento de los padres y el ingreso al sistema de 
protección para los NNA puede obedecer a diversos factores. En algunos casos indica la 
presencia de redes familiares que acuden a brindar el cuidado requerido, como demuestra la 
observación realizada en la fila de visitantes de la cárcel La Modelo en la ciudad de Bogotá, donde 
se pudo constatar que esposas/compañeras, madres, hermanas, se hacen cargo de los NNAPES 
y asisten a la visita junto con ellos.25 Asimismo, en los casos de las familias entrevistadas, las 
abuelas han acudido al cuidado y atención de los NNAPES, buscando mecanismos para la 
garantía de sus derechos y brindándoles bienestar y afecto.  
  
En otros casos se despliegan acciones para impedir la intervención estatal, ya sea por miedo a 
las retaliaciones de los actores violentos que están detrás del tráfico26 o por la desconfianza que 
se tiene en el ICBF, ya que tradicionalmente las comunidades han visto en esta institución una 
amenaza para la unión de sus familias: así lo manifestaron las trabajadoras sociales de los 
centros penitenciarios en Bogotá al señalar que, aunque los padres se acercan a pedir 
orientación cuando no conocen el estado en el que se encuentran sus hijos, no desean la 
intervención estatal porque le temen a la posibilidad de perderlos.27  
 
Esta percepción, persistente a pesar de los esfuerzos desplegados por el ICBF para superarla, se 
debe a diferentes razones, entre las que se encuentra la debilidad en el cumplimiento de las 
funciones de protección de la infancia, misma que derivó en acciones orientadas a separar a los 
NNA de sus familias, por lo que la separación se identifica como la única acción realizada por 
dicha institución en los casos de vulneración de derechos (Guáqueta et al., 2010). Sin embargo, 
no puede atribuirse toda la responsabilidad a esta institución, ya que la ausencia o debilidad de 
políticas públicas para las familias y la infancia también ha contribuido a la construcción de 
este imaginario en relación con el ICBF.  

 

                                                           
25 Observación realizada los días 3 y 10 de diciembre de 2017 cuando se tuvieron algunos acercamientos con las mujeres que 
estaban formadas en la fila esperando ingresar al centro de reclusión con sus hijos; sin embargo, esto se vio afectado porque la 
cárcel estaba en cuarentena por la ocurrencia de enfermedades.  
26 Entrevista con Fernando Sabogal, miembro de Defensa de Niños Internacional —DNI Colombia— (8 de febrero de 2018). 
27 Reunión entre Pastoral Penitenciaria y trabajadores sociales de los centros de reclusión (9 de febrero de 2018).  
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Por otro lado, es necesario recalcar que, con anterioridad a la expedición del CIA, las normas 
vigentes que regulaban los procesos de atención a la infancia carecían de un enfoque de 
protección y estaban enmarcadas en lo que se conoce como “el paradigma de la situación 
irregular”, lo cual también contribuyó a una visión fragmentada de la acción estatal con una 
tendencia prevalentemente sancionatoria (Beloff, 1999). En este tenor, algunos NNAPES 
entrevistados hicieron referencia a contextos donde eran amenazados por las personas que los 
cuidaban con expresiones como 
 

“las señoras me amenazaban diciéndome que me iban a entregar al Bienestar” 
—Lyz, 12 años. 

 

Las cifras del ICBF (2016b) revelan algunas características de esta población señalando que de 
201 NNAPES: 10 tienen pertenencia étnica afrocolombiana y 4 son personas con discapacidad.28 
Sin embargo, no se aclara si se desarrollan acciones diferenciadas para estos NNA tomando en 
cuenta sus necesidades específicas. 
 
Finalmente, en el marco de las acciones para cumplir con su función de protección y asistencia 
social a las familias y los NNAPES, el ICBF ha desarrollado un programa para los niños y niñas 
menores de 3 años que viven con sus madres en los centros de reclusión. En la cárcel El Buen 
Pastor (ciudad de Bogotá) las mujeres están ubicadas en un solo patio compartiendo con los 
niños las zonas comunes y las celdas en las noches y los fines de semana, ya que el resto del 
tiempo lo pasan en el jardín infantil, con excepción de los menores de 6 meses que 
constantemente permanecen con sus madres en el patio. De acuerdo con los estudios revisados 
y la información disponible, existen entre 35 y 45 niños en este programa (Díaz et al., 2014). 
 
Acerca de su funcionamiento, algunas personas entrevistadas manifestaron la necesidad de 
fortalecer dicho programa, ya que las condiciones en las que se encuentran los niños y niñas 
dentro de la cárcel son determinantes para garantizar que este tiempo contribuya al ejercicio de 
sus derechos y no constituya un escenario de vulneración.29 Al respecto, señalaron la 
importancia de establecer mejores condiciones físicas para que los espacios usados respondan 
a las necesidades de desarrollo de los niños y niñas, por ejemplo, a través de la adecuada 
disposición de espacios para el juego y el acceso a productos esenciales como pañales, leche e 
incluso ropa. 
  
En este sentido, se observan algunas barreras por parte de las instituciones para permitir el 
acceso y distribución de esos productos, así lo señaló Blanca Lentino, directora de la Fundación 
Akapaná quien manifestó que “actualmente ponen mucho problema para dejar ingresar las cosas, 
porque las guardias creen que todo es negocio para las internas, y aunque puede que algunas lo hagan, no 
son todas”.30 Además, refirió que en una de sus entradas al jardín infantil pudo observar que tanto 
la ropa como los juguetes disponibles estaban almacenados, ya que se ha optado por entregarlos 
poco a poco para evitar que las internas “hagan negocio con estos productos”. 
  
 

 

 

                                                           
28 El documento consultado indica que 33 tienen esta situación “por definir” sin que se explique concretamente a qué se refiere tal 
categoría. 
29 Ideas expresadas por Fernando Sabogal (DNI) y Neyith Ospina (profesora de la Universidad Javeriana).  
30 Entrevista con Blanca Lentino, directora de la Fundación Akapaná (5 de julio de 2018).  
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2.3.2 En relación con los adolescentes en el SRPA 

En el SRPA hay adolescentes en estado de embarazo o con hijos menores de edad.31 Al respecto, 
la Dirección de Responsabilidad Penal Adolescente del ICBF manifestó que en 2017 había 458 
adolescentes padres con un total de 508 hijos, ocupando los primeros lugares Valle del Cauca, 
Antioquia y Cundinamarca.  
 

Gráfica 10. Adolescentes padres en el SRPA y número de hijos, según distribución territorial 
 

 

Fuente: Elaboración propia con base en las cifras oficiales del ICBF (fecha de corte: enero-
diciembre 2017). 

 

En relación con los delitos no violentos relacionados con drogas, sólo hay información sobre los 
departamentos de Valle del Cauca, Antioquia, Cauca, Cundinamarca y Tolima, donde existen 35 
adolescentes con un número igual de hijos menores de edad. Cabe mencionar que las cifras 
muestran que, en los departamentos mencionados, todos los adolescentes en el SRPA por estos 
delitos tienen un hijo. 
 
 
 
 

                                                           
31 Esta idea fue coincidente entre los funcionarios del ICBF, del IDIPRON (Instituto Distrital para la Protección de la Niñez, Adolescencia 

y Juventud) y las trabajadoras sociales de las instituciones de protección.  
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Gráfica 11. Adolescentes en el SRPA por delitos relacionados con drogas y número de hijos 
 

 

Fuente: Elaboración propia con base en las cifras oficiales del ICBF (fecha de corte: diciembre 
2017). 

 

Por otro lado, las entrevistas con expertos y funcionarios evidenciaron la necesidad de identificar 
el número de adolescentes que se encuentran dentro del SRPA y tienen a sus padres privados de 
la libertad, ya que muchos manifestaron que, tratándose del tráfico de estupefacientes, no es 
extraño que los hijos participen junto con los padres y madres o los reemplacen cuando son 
detenidos.32 
  
Con el análisis de las cifras disponibles en los sistemas de información de las entidades con 
competencia para atender tanto a la población privada de la libertad como a los NNA, se concluye 
que no es posible establecer con claridad el número de NNAPES en general ni específicamente 
de aquellos que tienen a sus padres privados de la libertad por delitos relacionados con drogas. 
 

  

                                                           
32 Idea expresada por los expertos Jorge Parra y Fernando Sabogal.  
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CAPÍTULO 3 

Aproximaciones a los impactos en los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes con padres 
privados de la libertad por delitos de drogas 
 

 

 
3.1 Estado del arte 
 
En adelante se hace referencia a distintas investigaciones que se consideran relevantes para la 
determinación de los impactos concretos del encarcelamiento por delitos relacionados con 
drogas. En Colombia ha aumentado la preocupación por analizar cuáles son las consecuencias 
del endurecimiento de la sanción penal, con un especial interés en los efectos que tiene en las 
mujeres, sin que ocurra lo mismo tratándose de los NNAPES. Al respecto, resultan de gran 
relevancia las investigaciones realizadas por el Centro de Estudios de Derecho, Justicia y 
Sociedad (DeJusticia) que incluyen una serie de documentos de análisis sobre las decisiones de 
política criminal en Colombia y Latinoamérica y los efectos que han tenido en la sociedad;33 cabe 
mencionar que, en el año 2016, llevó a cabo un estudio que pretende, además de identificar 
dichos impactos en las mujeres, dar una guía para impulsar una reforma en estas políticas.  
 
Estos documentos no incluyen análisis sobre la situación de los NNAPES más allá de los efectos 
en la relación de la madre con sus hijos e hijas y las afectaciones que sufren las mujeres por 
esta separación. Asimismo, el documento “Mujeres en prisión por delitos de drogas: espejo de 
las fisuras del desarrollo”, elaborado por la Corporación Humanas, presentó un análisis detallado 
de la situación de las mujeres y de sus relaciones familiares, pero sin abordar las afectaciones 
concretas en los NNAPES.34  
 
También hay estudios académicos universitarios (Delgado et al., 2010; Díaz et al., 2014) orientados 
a revisar los impactos de la permanencia en la cárcel de los niños y niñas que viven con sus 
madres, concretamente por el hecho de hallarse en el ámbito carcelario, pero el análisis no se ha 
extendido a su situación tras salir de este escenario (es decir, luego de cumplir los 3 años de 
edad) y tampoco ha tratado la situación de las familias.  
 
Por último, el documento “Familia y privación de la libertad en Colombia”, de la Universidad del 
Rosario, presenta un análisis general de los impactos del encarcelamiento en las relaciones 
familiares de las personas privadas de la libertad; este estudio brinda algunas reflexiones sobre 
el impacto directo en los NNA señalando la ruptura con sus cuidadores y la consecuente 
vulneración de derechos que sufren. 
 
De lo anterior, se puede concluir que, si bien existen algunas aproximaciones a la determinación 
de las afectaciones que sufren los NNAPES y aun cuando la situación de las mujeres privadas de 
la libertad por delitos de drogas ha sido analizada recientemente por importantes 
investigadores nacionales, no se han llevado a cabo estudios detallados sobre el impacto 
concreto que tiene en los NNAPES el encarcelamiento, ni de forma general o respecto de delitos 
específicos, como los relacionados con drogas.  

                                                           
33 Los estudios realizados por DeJusticia pueden consultarse en https://www.dejusticia.org/nuestros-temas/politica-de-drogas/. 
34 Los estudios realizados por la Corporación Humanas pueden consultarse en http://www.humanas.org.co/alfa/pg.php?pa=16. 

https://www.dejusticia.org/nuestros-temas/politica-de-drogas/
http://www.humanas.org.co/alfa/pg.php?pa=16
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3.2 Identificación de las afectaciones diferenciadas sufridas por los niños, niñas 
y adolescentes 
 
El acercamiento a las familias y, especialmente, a los hijos e hijas menores de edad de las 
personas privadas de la libertad no resulta fácil, pues se encuentran invisibilizados y no se 
desarrollan acciones concretas dirigidas a su identificación y atención. Si bien pueden acceder 
a diferentes acciones de política social dirigidas a la población vulnerable, no existen programas 
específicos de acompañamiento, por lo cual resultan de gran importancia las acciones a nivel 
nacional adelantadas por las organizaciones de la sociedad civil y por la Pastoral Penitenciaria 
de la Iglesia Católica. 
  

Para desarrollar esta investigación se 
entró en contacto con la Fundación 
Caminos de Libertad, la cual fue creada 
por la Arquidiócesis de Bogotá en 1997 
para contribuir al mejoramiento de las 
condiciones de vida de las personas 
privadas de la libertad y de sus familias. 
Por medio de la visita a esta Fundación 
fue posible tener presencia en dos 
escenarios de socialización para las 
familias: las celebraciones religiosas y 
las visitas al establecimiento carcelario. 
También se logró entrar en contacto con 
la Fundación Akapaná, creada por una 
mujer que, con base en su experiencia 
personal de encarcelamiento, decidió 
desarrollar un conjunto de acciones 
para apoyar a las mujeres en reclusión 
y a sus familias buscando, 
especialmente, mecanismos para 
garantizar la unidad y el fortalecimiento 
familiar.  
 
Con base en estos acercamientos y las 
entrevistas realizadas se presentan las 
siguientes reflexiones acerca de los 
impactos concretos de la privación de la 
libertad por delitos relacionados con 
drogas en los NNAPES. Dichas 
reflexiones se expondrán a través de las 
observaciones y los testimonios que 
fueron recabados en cuatro escenarios: 

a) la fila de visita en la cárcel La Modelo de Bogotá; b) la presencia en las reuniones realizadas 
en la Fundación Caminos de Libertad entre los meses de diciembre de 2017 y febrero de 2018; c) 
la visita institucional a la cárcel El Buen Pastor realizada el 20 de febrero de 2018; y d) las 
entrevistas directas que se describen en las Tablas 5 y 6. 35   
 
 
 
 

                                                           
35 Los nombres de las personas entrevistadas para este estudio fueron cambiados para proteger su identidad.  

Foto: Marisa Montes 
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Tabla 5. Adultos privados de la libertad y cuidadores entrevistados 
 
 

Nombre Edad Sexo Residencia 
No. hijos/as 

propios 

No. 
niños/as 
cuidados 

Nivel de estudio Ocupación 
Ingreso promedio 

mensual 
(aprox. en pesos) 

Parentesco con la persona 
privada de la libertad 

Delito 

Miguel 40 M Bogotá 2 0 Bachiller 
Conductor de 
tractocamión 

800,000.00 
Persona ex privada de la 

libertad  
Porte, fabricación, tráfico 

Ana 42 F 
Cúcuta, norte 
de Santander 

3 0 
Tecnóloga en 
obras civiles 

  
Persona privada de la libertad 

(domiciliaria) 
Porte, fabricación, tráfico 

Verónica 64 F Bogotá 2 2 
Profesional 

universitario 
Pensionada (secretaria 

de educación) 
2,000,000.00 Madre Porte, fabricación, tráfico 

Ángel 39 M Bogotá 0 0 
Estudiante 
maestría 

Labores relacionadas 
con el campo literario 

3,000,000.00 Primo Porte, fabricación, tráfico 

Elena 55 F 
Soacha, 

Cundinamarc
a 

6 4 
Primaria 

incompleta 
Modista 400,000.00 Madre Porte, fabricación, tráfico 

María 53 F 
Girardot, 

Cundinamarc
a 

3 5 
Secundaria 
incompleta 

Ama de casa 0 Madre Porte, fabricación, tráfico 

Lina 35 F Bogotá 6 6 
Secundaria 
incompleta 

Vendedora ambulante 400,000.00 Esposo Porte, fabricación, tráfico 

Laura 26 F 
Bogotá – 
Cárcel El 

Buen Pastor 

3 (2 se 
encuentran en 
protección y el 
menor con su 
compañero) 

0 
Técnico auxiliar 

en recursos 
humanos 

Antes de la detención 
trabajaba en 

“Transmilenio” empresa 
de transporte masivo de 

Bogotá 

650,000.00 Persona privada de la libertad Porte, fabricación, tráfico 

Susana 32 F 
Bogotá – 
Cárcel El 

Buen Pastor 

4 (2 se 
encuentran en 

protección y los 
dos menores con 

su madre) 

0 - 
Tenía una miscelánea de 

su propiedad 

No sabe con 
exactitud, pero 
era suficiente 

para mantenerla a 
ella y a su familia 

Persona privada de la libertad Porte, fabricación, tráfico 

 
Fuente: Elaboración propia. 
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Tabla 6. Niños, niñas y adolescentes entrevistados 
 

Nombre Edad Sexo Residencia 
Nivel 

educativo 
que cursa 

Rezago 
escolar Adulto en prisión 

Familiar a 
cargo del 
cuidado 

Delito 

Luis 15 M 
Soacha, 

Cundinamarca 

Noveno 
grado 

secundaria 
No Mamá Elena 

Porte, 
fabricación, 

tráfico 

Juana 15 F 
Soacha, 

Cundinamarca 

Séptimo 
grado 

secundaria 
No 

Hermana 
(antes tanto la 
madre como el 

padre estuvieron 
privados de la 

libertad) 

Elena 
Porte, 

fabricación, 
tráfico 

Paola 12 F 
Soacha, 

Cundinamarca 
Quinto grado 

primaria 
No Hermana Elena 

Porte, 
fabricación, 

tráfico 

Andrés 12 M 
Girardot, 

Cundinamarca 

Séptimo 
grado 

secundaria 
No Mamá y papá María 

Secuestro 
agravado 

Leonel 11 M 
Girardot, 

Cundinamarca 
Quinto grado 

primaria 
No Mamá y papá María 

Secuestro 
agravado 

Aura 12 F 
Soacha, 

Cundinamarca 

Séptimo 
grado 

secundaria 
No Hermana Elena 

Porte, 
fabricación, 

tráfico 

Diana 9 F 
Soacha, 

Cundinamarca 
Cuarto grado 

primaria 
No Mamá Elena 

Porte, 
fabricación, 

tráfico 

Fabio 7 M 
Soacha, 

Cundinamarca 
Primer grado 

primaria 
No Mamá Elena 

Porte, 
fabricación, 

tráfico 

Sergio 14 M 
Girardot, 

Cundinamarca 

Séptimo 
grado 

secundaria 
No Mamá y papá María 

Secuestro 
agravado 

 
Fuente: Elaboración propia. 

 

 
3.3 Niños, niñas y adolescentes con redes familiares protectoras 
 
Si los NNA cuentan con un grupo familiar que actúa como red de apoyo ante la privación de la 
libertad del padre o la madre, es posible que éste pueda contribuir a la contención de los 
impactos de la separación, incluso desde el momento mismo de la detención, ya que las 
personas involucradas en el delito podrían decidir, por ejemplo, con quién estarán los NNA y 
cuánta información acerca de la situación se les brindará, además de seguir participando en la 
toma de decisiones relacionadas con ellos. 
   
Esto se observa en los casos de Miguel36 y Ana37 quienes, a pesar de las profundas diferencias en 
sus circunstancias, manifestaron haber sentido tranquilidad respecto de la situación de sus 
hijos, ya que contaban con familias que los cuidarían durante la detención. Él sabía que sus hijos 

                                                           
36 Miguel es un hombre de 40 años que estuvo privado de la libertad por un periodo corto de tiempo acusado del delito de porte y 
tráfico de estupefacientes, el cual no cometió, por lo que fue declarado inocente y actualmente ha demandado al Estado por su 
injusta reclusión.  
37 Ana es una mujer de 42 años que desempeñó funciones de transporte de drogas en una organización dedicada al narcotráfico, 
donde ocupaba un lugar importante y ganaba fuertes sumas de dinero. 
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estarían bajo el cuidado de su madre y decidió que no supieran de la detención ya que, por su 
inocencia, esperaba salir rápidamente. Ana, por pertenecer a una organización delincuencial, 
tenía la esperanza de no pasar mucho tiempo en la cárcel y por eso decidió que sus hijos 
quedaran a cargo de la persona que ayudaba en su casa, quien cuidó a los niños por casi un año. 
Esta decisión la tomó esperando que su detención afectara lo menos posible la dinámica diaria 
de sus hijos, ya que de esta forma podían permanecer juntos, seguir viviendo en la misma casa, 
asistir al mismo colegio, etc. Además, decidió no revelarles la situación que estaba viviendo.  
 
Las familias también cumplen un importante rol de acompañamiento en la vinculación entre los 
NNA y sus padres privados de libertad, así como un rol de contención de todos los sentimientos 
que ésta genera, por ejemplo, durante y después de las visitas. En este contexto se observa que 
la relación de los NNA con sus padres en prisión puede ser protegida por las familias cuidadoras, 
por ejemplo, cuando los acompañan en las visitas a la cárcel y, luego de terminadas, brindan 
comprensión y apoyo ante las emociones que producen estos escenarios que resultan muy 
complejos para los NNA. Éste es el caso de Lina, quien tiene a su esposo en cárcel38 hace 5 años, 
aunque asegura que visitarlo junto con 5 de sus hijos es muy complicado, considera que esto es 
necesario porque a través de la visita se mantiene la relación entre ellos y su padre; a pesar de 
las dificultades que le genera, la visita hace muy feliz a sus hijos y por eso Lina está dispuesta a 
hacerla.  
 
Las dificultades para reunirse con la persona privada de la libertad se ven en el caso de los nietos 
de Elena: Fabio, Diana y Aura cuya madre está detenida en la cárcel de Popayán39 a la que fue 
trasladada recientemente desde Jamundí; y de su primo Luis, quien es hijo de una mujer que 
estuvo detenida por 8 años en San José de Costa Rica y que no ha regresado a Colombia porque 
se estableció en dicho país y actualmente tiene otro hijo. Todos estos NNA se encuentran al 
cuidado de su abuela Elena40 y de su esposo. En este hogar también viven Paola y Juana, quienes 
son hijas de Elena. 41  
 
Aura, de 12 años, habla con tristeza del encarcelamiento de su madre; para ella la separación no 
ha sido fácil de sobrellevar a pesar de que sabe que cuenta con el apoyo de sus abuelos, 
hermanos y primos. Dice que, apenas pasados unos días desde que ella se fue, empezó a 
extrañarla mucho y a preguntar dónde estaba por lo que su papá decidió contarles la situación, 
pero ni ella ni sus hermanos recuerdan con exactitud qué o cómo se los dijo.  
 
Tanto ella como Luis, de 15 años, han enfrentado momentos muy difíciles y han tenido problemas 
en el colegio. Aura cuenta que hace un tiempo empezó un tratamiento con una psicóloga porque 
estaba muy distraída y se sentía triste: “yo me sentía muy mal, yo escuchaba hablar de mi mamá y me 
ponía a llorar, pero ahora me siento menos triste porque ya me acostumbré a vivir con mi abuelita y acá 
estoy bien”.  Luis menciona que actualmente le está yendo muy mal en el colegio y cree que el 
hecho de estar sin su mamá incide en cómo se siente, a pesar de esto refiere que: “al principio era 
duro porque sí me hacía falta la mamá de uno, pero pues aquí lo tengo todo, lo que más me afecta de no 
tenerla aquí conmigo es no tener su afecto de mamá”. 
 

                                                           
38 El esposo de Lina está condenado a 15 años de prisión por un delito violento, pese a esto se incluyen algunas historias narradas 
por ella debido a que tiene seis hijos, cinco de ellos menores de edad, y una nieta de unos meses de nacida.  
39 Capital del departamento de Cauca (se encuentra a 591 kilómetros de distancia de la ciudad de Bogotá).  
40 Elena fue víctima de desplazamiento forzado por acciones de la guerrilla en el departamento de Caquetá, donde tenía una finca y 
trabajaba en el campo. 
41 Elena cuida a sus nietos Fabio, Diana y Aura debido a la detención de una de sus hijas por el delito de tráfico de estupefacientes, 
ella fue capturada mientras intentaba trasladar un cargamento de droga dentro del territorio nacional y se le impuso una condena 
superior a los 5 años de prisión. Elena también cuida de Luis, ya que su madre fue capturada en Costa Rica al intentar ingresar 
drogas a ese país. Igualmente, está a cargo de sus hijas Juana y Paola, quienes recientemente viven con ella, ya que junto con su 
pareja estuvo privada de la libertad por el delito de tráfico.  
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La historia de esta familia es compleja al estar determinada por una serie de situaciones de 
vulneración de derechos que comienzan con el desplazamiento forzado de Elena y su posterior 
privación de la libertad. Sin embargo, este caso ejemplifica la importancia de las redes 
familiares, pues a pesar de múltiples adversidades los niños y niñas han estado siempre bajo el 
cuidado de sus familiares. 
 
Esta familia es beneficiaria de uno los programas desarrollados por la Fundación Akapaná 
consistente en la realización de una visita a una cárcel fuera de la ciudad de Bogotá, 
especialmente al Complejo Penitenciario y Carcelario de Jamundí.42 Blanca, su directora, cuenta 
que cuando se inauguró dicho establecimiento el INPEC trasladó a las internas sin tomar en 
consideración si tenían hijos menores de edad o dónde se encontraban sus familias. Así ocurrió 
con la madre de Fabio, Diana y Aura, quienes solamente la han visto una vez en el año 2016; Fabio, 
de 7 años, sólo recuerda que el día de la visita “ella tenía una blusa roja” a lo que Paola agrega “y 
un pantalón azul”, cuando ellos hablan de esto Elena (abuela y cuidadora) se pone visiblemente 
triste.  
 
En el caso de María, quien está a cargo de sus 5 nietos porque sus dos hijos mayores se 
encuentran privados de la libertad,43 el apoyo de la Fundación también ha sido muy valioso para 
que los niños puedan visitar a sus padres. Sergio, de 14 años, tiene a su papá y mamá en la cárcel, 
al respecto señala que: “en la visita me siento feliz de poder verlos, pero a la vez me da pesar de verlos 
allá metidos, [...] yo los veo bien, pero me imagino que ellos deben estar tristes porque no están acá con 
nosotros”. Asimismo, aclara que es muy diferente ir a la cárcel donde se encuentra su padre 
(establecimiento de alta y mediana seguridad de La Dorada, Caldas) “porque casi nunca nos dejan 
entrar y es muy lleno”, que visitar a su madre, especialmente cuando es con la Fundación, “porque 
es sólo para los de la Fundación, hay menos gente y es más limpio”.  
 
Las familias también pueden contribuir a mejorar las relaciones sociales de los NNAPES y 
disminuir las probabilidades de que el estigma social los afecte. Sin embargo, esta situación 
también depende del contexto social, pues aun cuando la presencia del narcotráfico ha 
impactado profundamente en la sociedad, es necesario señalar que en algunos casos no se 
rechaza de forma tajante la influencia de dicha práctica. Por ejemplo, Ana manifestó 
repetidamente que ella piensa que sus hijos no serán vistos por la sociedad como los hijos de 
una delincuente, pues en la zona donde viven el narcotráfico no llevó violencia, sino “las cosas 
buenas”, es decir, dinero que pudo haber contribuido a la prosperidad del lugar.  
 
Al respecto, todos los NNA entrevistados coincidieron en que no les agrada contar a las personas 
la situación de sus padres. Diana, de 9 años, considera que “se trata de una cosa muy personal de la 
que sólo me gusta hablar cuando hay más confianza”. Lo mismo dice Aura señalando que no se siente 
bien decírselo a otras personas. Igualmente, Sergio, Leonel y Andrés, quienes están al cuidado de 
María y se acaban de mudar fuera de Bogotá, refieren que en el nuevo colegio no le han contado 
a nadie sobre el encarcelamiento de sus papás, sólo lo saben algunos profesores porque se 
vieron obligados a explicarles tal situación cuando tuvieron problemas en su desempeño 
académico.  
 
Otro aspecto relevante es la relación de los NNA con sus cuidadoras, quienes también enfrentan 
cambios por la ausencia de los padres, pues deben actuar como figuras de autoridad y formar 

                                                           
42 Jamundí está a 483 kilómetros de distancia de la ciudad de Bogotá.  
43 María tiene bajo su cuidado a sus nietos, ya que su hija, hijo y nuera formaban parte de una banda dedicada a la comisión de un 
delito conocido en Colombia como “paseo millonario” que actualmente se juzga como secuestro extorsivo (una modalidad de robo 
en la que las personas son retenidas y llevadas a cajeros electrónicos para que saquen dinero o incluso a su casa para quitarles 
sus bienes). Cabe señalar que en la comisión de este delito es bastante común el uso de sustancias como la escopolamina para 
reducir la voluntad de las personas. A pesar de que se trata de un delito diferente a los aquí estudiados, se harán algunas 
referencias sobre su caso por considerar que presenta varios aspectos importantes. 
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parte de la cotidianidad y la toma de decisiones de los NNA, lo que puede generar profundas 
rupturas o construir nuevos espacios de interrelación.  
 
En el caso de Ana, su intención de mantener a sus hijos al cuidado de una persona de servicio no 
se pudo sostener debido a que sus hijos no reconocían una figura de autoridad en ella; ante las 
dificultades que esto presentó, Ana decidió que cada uno de sus hijos viviera con una familia 
diferente, su hijo mayor de 16 años se fue a vivir con su padre biológico, el niño de 9 años con la 
abuela materna y la bebé con un primo y su esposa. Esta situación implicó que cada uno viviera 
en una ciudad diferente, lo que modificó del todo sus dinámicas cotidianas, pero permitió que 
continuaran asistiendo al colegio y recibieran los cuidados de personas cercanas.  
 
Los ahora adolescentes Luis, Juana y Paola manifiestan inconformidades por la imposición de 
reglas por parte de Elena y su esposo, quienes practican la religión cristiana. Cuando se les 
pregunta cómo se llevan con ella se muestran dudosos, Juana dice “ella antes nos dejaba salir”, 
Paola agrega “ella antes no era cristiana” y Luis termina diciendo “sobre todo es porque hoy en día 
todo es pecado”.  
 
María cuida a sus nietos hace aproximadamente 12 años, todas las responsabilidades en su 
cuidado y crianza recaen sobre ella y su esposo. Para estos niños es claro que su abuela es quien 
pone las reglas en la casa; Leonel, por ejemplo, dice que a veces se lleva bien con ella y a veces 
no “porque uno se comporta bien y no lo dejan hacer nada, como jugar en el computador”. Asimismo, es 
claro que sus padres procuran reforzar, desde la cárcel, el rol de autoridad de María; al respecto, 
Leonel comenta que cuando habla por teléfono con su mamá ella le pregunta si le ha hecho caso 
a la abuela.   
 
Los profundos cambios en la vida de los NNAPES y en las dinámicas de las familias cuidadoras 
debido a las exigencias económicas, pero también personales que conlleva el cuidado de estos 
NNA, explican la necesidad de desarrollar espacios de apoyo para sobrellevar los retos que estas 
nuevas situaciones imponen. Por ejemplo, la Fundación Caminos de Libertad brinda asistencia 
en la fila de la cárcel y penitenciaría para hombres La Modelo (Bogotá) ofreciendo, el primer 
domingo del mes, una bebida caliente y pan a las mujeres y NNA que asisten a visitar a sus 
parientes.44 Al participar en esta actividad se pudo corroborar que la visita impone distintas 
cargas a las familias, ya sea por la distancia entre su hogar y la cárcel, los gastos en los que 
incurren y las condiciones que deben enfrentar, las cuales van desde el frío soportado al esperar 
en la fila hasta el trato que reciben por parte de los guardias. 
 
Por otro lado, la Pastoral Penitenciaria desarrolla actividades donde las familias expresan su 
interés por brindar espacios de unidad a los NNAPES; específicamente, participan en 
celebraciones religiosas en las que pueden interactuar con otras personas que se encuentran en 
la misma situación;45 quienes asisten con regularidad a las actividades de la Fundación parecen 
satisfechos de formar parte de esta comunidad y saber que cuentan con el apoyo y la posibilidad 
de acudir a este espacio, por ejemplo, expresan sentimientos de agradecimiento con los 
voluntarios y con los miembros de la comunidad religiosa, ya que se sienten abandonados por 
las instituciones del Estado. Para la mayoría, éste es su único espacio de interacción y el único 
apoyo que reciben a pesar de las múltiples dificultades que enfrentan, por ejemplo, para 
garantizar la visita de los NNA a sus familiares privados de la libertad. 
 
A pesar de lo valioso de estos esfuerzos, el hecho de que se enmarquen en el contexto de acción 
de la Fundación que es brindar apoyo espiritual y aunque éste se acompaña de algunas labores 

                                                           
44 Las personas que realizan esta actividad son voluntarios pertenecientes a diferentes parroquias de la ciudad. 
45 La Fundación Caminos de Libertad realiza actividades con familias de personas privadas de la libertad el primer y tercer sábado 
de cada mes. En éstas se lleva a cabo una celebración eucarística y una reunión de hombres y mujeres donde se tratan temas 
relacionados con su situación. Asimismo, los niños se reúnen en espacios organizados por psicólogas con diferentes fines.  
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sociales como la entrega de despensas y actividades de capacitación para el trabajo, son una 
evidencia contundente de la ausencia del Estado en el desarrollo de políticas orientadas a esta 
población, mismas que no tienen la capacidad de suplir sus necesidades profundizadas por la 
privación de la libertad. 
 
Blanca Lentino, fundadora de la organización de la sociedad civil Akapaná que promueve 
procesos para la integración familiar, manifiesta que su propia experiencia en la cárcel46 le 
mostró el vacío institucional en la atención de las personas privadas de la libertad y sus familias; 
esto la llevó a buscar estrategias para apoyar tanto a las mujeres que se encuentran en reclusión 
como a sus hijos e hijas. Sin embargo, para Blanca la institucionalidad puede constituir un 
obstáculo para iniciativas como la suya, ya que impone trabas burocráticas y está mediada por 
los prejuicios e intereses personales de los funcionarios, quienes en ocasiones no tienen a los 
NNA dentro de sus prioridades.   
 
La necesidad de integración se puede constatar, por ejemplo, al observar que algunas de las 
mujeres, luego de conocerse en la fila de la visita, se acompañan en los traslados, se ayudan con 
el cuidado de los NNAPES, así como con el transporte y la entrada de las cosas para las personas 
privadas de la libertad y se hacen compañía. Entre ellas existe una profunda solidaridad que se 
manifiesta ante la ausencia de otros escenarios de interacción entre familiares, donde puedan 
compartir las dudas, los miedos y las dificultades que experimentan a causa de la privación de 
la libertad de sus parientes. Esta necesidad es reconocida por Blanca, quien afirma que promover 
espacios de interacción entre las personas encarceladas y sus familias debe ser una prioridad 
de la acción estatal orientada a la resocialización después de la comisión de un delito. Blanca 
destaca que es necesario “fomentar el lazo para que no se rompa”, pues en su experiencia ha podido 
constatar que esta situación destruye a las familias y que se requiere mucho esfuerzo para 
mantenerlas unidas.  
 
Todo lo dicho refleja la necesidad de que existan políticas públicas que brinden a estas familias 
recompuestas la oportunidad de interactuar con otras que se encuentren en circunstancias 
similares, obtener el apoyo que requieren para superar las dificultades económicas y 
relacionales que sufren por la privación de la libertad y tener a su disposición herramientas que 
les permitan ser garantes de los derechos de los NNAPES a su cargo.  

 

 
3.4 Niños, niñas y adolescentes sin redes familiares protectoras  
 
Una situación diferente a la anterior se da cuando los NNAPES carecen de una familia que 
garantice su protección. Las dificultades en este escenario se evidencian desde el momento 
mismo de la detención, ya que esto puede significar la institucionalización inmediata. Ésta es la 
situación de los NNA que asisten una vez al mes a la denominada “visita institucional” 
organizada —en colaboración con el ICBF— en la cárcel para mujeres de El Buen Pastor. En esta 
visita los NNA que se encuentran institucionalizados tienen la posibilidad de visitar a sus 
madres siendo acompañados por funcionarios de las instituciones de protección.  
 
En este caso se observa que la relación entre los NNA que se encuentran en el sistema de 
protección y sus padres privados de la libertad, incluyendo la posibilidad de visitas, está 
mediada por las decisiones institucionales, ya que los padres han perdido la representación de 
sus hijos y son los funcionarios del ICBF los que adquieren la competencia para tomar decisiones 
en ese sentido, pero sólo pueden hacerlo en los escenarios creados exclusivamente para tal fin, 

                                                           
46 Blanca estuvo privada de la libertad 6 meses por un problema en el pago de impuestos de un hotel de su propiedad, el cual tuvo 
que abandonar por presiones de la guerrilla sobre sus hijos y el riesgo de reclutamiento forzado.  
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como ocurre con dicha visita institucional, la cual únicamente se realiza en la cárcel de mujeres 
de la ciudad de Bogotá.  
 
Este contexto impone una serie de dificultades como las observadas al acudir a una visita 
institucional que tenía programada la entrada de los NNA a las 8:00 de la mañana. Sin embargo, 
al interior de la cárcel se llevó a cabo una requisa sorpresa en las celdas y un conteo que demoró 
la entrada cerca de dos horas y media; es así que los NNA estuvieron haciendo fila todo ese 
tiempo sin tener la certeza de que podrían ingresar, por lo cual se podía observar como su 
ansiedad iba aumentando con el paso de los minutos. En ese momento se hicieron los primeros 
acercamientos con las trabajadoras sociales que los acompañaban, algunas de ellas estuvieron 
dispuestas a dar información, otras se negaron incluso argumentando que era necesario contar 
con la autorización de la Dirección del ICBF o de la institución de protección. Asimismo, todas 
señalaron que para hablar con los NNAPES se requería la autorización de los defensores de 
familia que los representan. 
 
Los casos de Laura y 
Susana, expuestos a 
continuación, dan cuenta 
de la emotividad que 
implica la visita, pero 
también de las 
dificultades que conlleva 
el encarcelamiento. 
Laura, de 26 años, y 
Susana, de 32, son dos 
mujeres condenadas por 
el delito de tráfico de 
estupefacientes; se 
encuentran en la cárcel 
de El Buen Pastor y 
ambas acuden a la visita 
institucional con sus 
hijos; los de Laura tienen 
8 y 9 años y están 
internados en una 
institución de protección 
esperando que ella 
termine de cumplir su 
condena, ya que luego de 
pasar un tiempo bajo el 
cuidado de su abuela y tío 
materno decidieron 
escapar, cansados del 
maltrato que sufrían. En 
la fila ellos se observan 
muy cansados por la 
larga espera, aunque 
juegan, constantemente 
se acercan a la 
trabajadora social para 
preguntarle cuándo van a 
entrar.  
 

Foto: Marisa Montes 
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Durante ese tiempo de espera fue posible hablar con ellos, el mayor de los dos, más tranquilo y 
confiado, dijo estar feliz por visitar a la madre, pero también molesto por la larga espera. Los 
niños deben estar en una sala tras ingresar al centro de reclusión, en este caso Laura aún no 
había llegado y esa situación los puso visiblemente ansiosos; su encuentro fue muy emotivo, 
ella lloró y se abrazaron largamente, todos estaban muy felices, ellos comenzaron a contarle sus 
actividades de la semana y la madre les entregó los regalos que les tenía preparados, unas 
bufandas hechas por ella y una compañera. Después, todos se dirigieron a un espacio al que 
denominan “parque de la 93”47 donde los niños jugaron fútbol, mientras la madre le preguntaba 
a la trabajadora social cómo habían estado.   
 
Los hijos de Susana tienen 13 y 15 años, vivían con ella en la ciudad de Bogotá y tuvieron que ir 
vivir a un pueblo cercano bajo el cuidado de su abuela cuando se dio la detención. Luego de 
cuidarlos durante 6 meses la abuela decidió “entregarlos” a la institución de protección porque 
“se salían de su control”.48 Ellos se ven bastante tímidos, en general, dan la impresión de tener una 
buena relación entre los dos; no estuvieron dispuestos a compartir mucha información, sólo 
mencionaron que era la primera vez que iban de visita desde que están internados y que la 
espera había sido muy larga, por lo que creían que no los dejarían entrar.  
 
Al entrar y esperar en el lugar dispuesto para este fin, los dos parecían muy afanados por ver 
pronto a su madre, pero fueron ligeramente indiferentes cuando se encontraron, mientras que 
ella se emocionó mucho e incluso lloró. Susana también traía una bolsa con comida y luego de 
saludarse se dirigieron a la misma zona verde del patio para hablar un rato, la madre se mostró 
muy cariñosa, se abrazaban y era visible su afecto al convivir.  
 
Los testimonios de Susana y Laura se obtuvieron cuando sus hijos se apartaron para jugar y 
ellas se quedaron en compañía de las trabajadoras sociales. Un objetivo central fue conversar 
con ellas sin interrumpir este espacio con sus hijos, pues sólo se ven una vez al mes y ese día la 
entrada se demoró dos horas, disminuyendo el tiempo que podían estar juntos.  
 
A partir de lo que ellas compartieron, fue posible identificar que otra consecuencia directa del 
encarcelamiento es la ruptura de los núcleos familiares, pues hay NNAPES que deben separarse 
de sus hermanos y hermanas; esto ocurre principalmente cuando las familias deciden hacerse 
cargo de unos y de otros no, como en el caso de Susana quien tiene dos hijos más pequeños que 
aún se encuentran bajo el cuidado de la abuela y de Laura cuyo hijo menor, de 4 años, vive con 
su compañero sentimental.  
 
Esto demuestra que las familias que se hacen cargo de los NNAPES enfrentan múltiples retos y 
no siempre tienen las condiciones para superarlos, tomando en cuenta que, a pesar de la 
complejidad de esta situación, no reciben ningún tipo de apoyo estatal para fortalecer su 
capacidad protectora. Por el contrario, en estos casos los NNA pueden ser separados de forma 
definitiva de su familia, especialmente, por las largas condenas impuestas a sus madres. 
 
En consecuencia, en el marco del proceso de restablecimiento de derechos se generan 
afectaciones en la vida diaria de los NNAPES, por ejemplo, muchas veces deben dejar de asistir 
al colegio y adaptarse a las dinámicas de las instituciones de protección cerradas. 
 

                                                           
47 Esta expresión hace alusión a una de las zonas más exclusivas de la ciudad donde hay restaurantes, bares, centros de negocios 
y oficinas. 
48 Información brindada por la trabajadora social que acompañaba a los NNA en el marco de la visita institucional.  
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En ocasiones esta situación se vuelve definitiva, pues de acuerdo con la normatividad vigente el 
proceso requiere de un cierre, por lo que si no pueden regresar con su familia debe darse la 
declaratoria de adoptabilidad.49 
  
Este escenario de ruptura familiar tiene un impacto directo en los NNAPES, quienes se ven 
obligados a pasar largos periodos de tiempo en las instituciones de protección, donde la 
separación de sus padres se hace más profunda y se niega la posibilidad de construir relaciones 
con otros familiares. Actualmente, dichas instituciones son sometidas a un mayor control por 
parte del ICBF y permiten que los NNAPES realicen algunas interacciones como, por ejemplo, 
asistir a un colegio en el exterior; no obstante, estos siguen siendo escenarios poco favorables 
para el ejercicio de derechos y el crecimiento integral de los NNAPES.50  
 
Asimismo, la idea de que el inicio del proceso de restablecimiento de derechos culminará en la 
declaratoria de adoptabilidad cuando los padres tienen largas condenas, representa un drama 
para estas familias que enfrentarán una separación definitiva sin contar con otra opción 
diferente. Además, en la mayoría de los casos, esta declaratoria para un adolescente de más de 
14 años significa la institucionalización hasta la mayoría de edad (Guáqueta et al., 2010).  
 
Blanca ha decidido intervenir en contextos como estos recibiendo, por medio de su Fundación, a 
los NNA hijos de las mujeres privadas de la libertad que no tienen familias que acudan a su 
cuidado. Así, desde el momento en que le fue concedida la libertad empezó a cuidar —en su casa, 
con sus propios medios y a petición de las madres— a NNA desprovistos de otras opciones, de 
quienes se hacía cargo por distintos periodos de tiempo. 
  
De esta manera conoció a Sara, su hija de crianza,51 cuya madre biológica se encontraba privada 
de la libertad por el delito de tráfico de estupefacientes al igual que su padre. A ella la cuidó desde 
los 3 hasta los 7 años, momento en el cual la madre salió de la cárcel. Sin embargo, esta situación 
no fue favorable, ya que en ese entonces la madre se encontraba consumiendo sustancias y se 
trasladó a una zona de la ciudad de Bogotá conocida como “el Bronx”,52 donde es común la 
presencia de consumidores, trabajadoras sexuales y delincuencia en general.  
 
Blanca cuenta con tristeza que Sara sufrió muchas afectaciones a sus derechos durante el 
tiempo que pasó con su madre, las cuales actualmente están teniendo efectos que le impiden 
desarrollarse en la escuela y tener buenas relaciones en el ámbito familiar, por esta razón, la 
misma Sara decidió acudir al ICBF, por lo que en este momento se encuentra en un proceso 
administrativo de restablecimiento de derechos e internada en una institución de protección.53  
 

                                                           
49 Durante la visita institucional se conoció el caso de una mujer de 40 años con una hija de 13 años y un hijo de 10 con una 
condena en firme de 15 años por el delito de porte y tráfico; sus hijos se encuentran en una institución de protección desde junio de 
2017 y su proceso está muy avanzado. De acuerdo con la trabajadora social, la declaratoria de adoptabilidad de estos NNA es 
inminente.  
50 El informe “La situación de los niños, niñas y adolescentes en las instituciones de protección y cuidado de América Latina y el 
Caribe”, publicado por UNICEF en 2013, enfatiza la excesiva institucionalización de los NNA por razones de protección como un 
fenómeno recurrente en la región y señala de forma detallada los impactos que tiene en cada etapa del desarrollo.  
51 La Corte Constitucional ha reconocido los derechos de los padres e hijos de crianza entendiéndolos como aquellos unidos por 
“lazos de afecto, solidaridad, respeto y asistencia”, los cuales “crean consecuencias jurídicas tanto en derechos como deberes”. En 
este tenor, el Alto Tribunal (2015) ha otorgado protección a esas relaciones “ante posibles intervenciones del Estado en la unidad 
familiar y/o por decisiones de la administración o privados en relación con el reconocimiento de derechos en su calidad de hijos, 
así no sean biológicos o adoptivos). 
52 En mayo de 2016 la Administración Distrital de Bogotá realizó una intervención policial en esta zona con el fin de recuperarla 
(más detalles en http://www.bogota.gov.co/bronx-bogota/).  
53 De acuerdo con la entrevista, Sara ha enfrentado situaciones de consumo de drogas y estuvo expuesta a contextos de violencia y 
abuso.  
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3.5 Niños, niñas y adolescentes que sufren vulneraciones directas por los delitos 
de drogas  
 
En los casos analizados, se pudo identificar un tercer grupo de NNAPES: aquellos que sufren 
afectaciones más directas relacionadas con las drogas ya sea porque, ante las circunstancias 
del contexto, tuvieron una participación en los delitos o se involucraron en el consumo. Aunque 
esta situación no es exclusiva de los casos relacionados con los delitos de drogas, las entrevistas 
y observaciones realizadas revelan que el consumo y el involucramiento en conductas delictivas 
es una consecuencia común en los mismos.  
 
Las dinámicas del narcotráfico en el país son muy variadas, no es extraño que familias enteras 
integren bandas dedicadas a la producción y tráfico de drogas, ya sea por la necesidad de 
superar problemas económicos o porque su vulnerabilidad los obliga a participar en éste como 
único medio de subsistencia.  
 
Otra consecuencia identificada es el consumo de sustancias por parte de los NNA cuyos padres 
están involucrados en estos delitos, circunstancia que se constató con algunos adolescentes 
que visitaban a sus madres en el centro de reclusión, quienes habían participado en procesos 
de rehabilitación de drogas e incluso vivido en situación de calle. Esto sucedió con dos 
adolescentes presentes en la visita institucional a los que llamaremos Juan y Camila.  
 
Juan, de 16 años, ingresó a una comunidad terapéutica después de escaparse y presentar 10 
meses de consumo y permanencia en calle luego de la detención de su madre, quien 
actualmente cumple una condena por el delito de porte y tráfico. La interacción que se tuvo con 
él fue muy corta, en general, se veía muy ansioso y en ningún momento se quedó en la fila. 
Cuando se le preguntó cómo se siente en la visita y en la institución de protección, respondió 
que en esta última se encuentra bien ya que el trato que recibe es bueno, “en todo caso mejor que 
en la calle”, también mencionó que un importante propósito para él es dejar de consumir drogas. 
En cuanto a la visita, señaló que es la primera vez que iba y que estaba muy emocionado de 
reunirse con su madre, no obstante, se le veía muy molesto y ansioso por la larga espera.  
 
La madre de Juan es una mujer muy joven, en el momento de su encuentro ella estaba muy 
ansiosa y comenzó a llorar, él se mostró hostil. Más adelante se presentó una discusión muy 
acalorada entre los dos, la madre lloraba y Juan hacía reproches señalando que ella no tenía 
autoridad sobre él porque estaba en la cárcel. La tensión entre ambos era alta, al punto que la 
misma trabajadora social también lloró y parecía no estar en condiciones de manejar la 
situación o ayudarles a ellos a sobrellevarla. 
 
Camila, de 15 años, fue llevada por su abuelo a una institución de protección cercana a la ciudad 
de Bogotá, luego de que su consumo de drogas empeoró tras la detención de la madre, 6 meses 
atrás. Durante la visita ella se muestra conflictiva con su madre, la trabajadora social que la 
acompañaba manifestó que Camila enfrenta múltiples dificultades en el desarrollo de su 
proceso, tanto por las cuestiones relacionadas directamente con el consumo como con las que 
tienen que ver con las relaciones familiares y sociales, el reconocimiento de figuras de autoridad, 
el cumplimiento de normas y de obligaciones, la asistencia al centro educativo e incluso el 
acercamiento a acciones delictivas.54  
 
El consumo también está presente en la historia de Sara, la hija de crianza de Blanca, quien en 
el marco del proceso de restablecimiento de derechos afirmó haber consumido diferentes tipos 
de sustancias. Sin embargo, tanto Blanca como la defensora de familia desconfían de lo que dice 
Sara y consideran que estas afirmaciones son expresiones de su deseo de llamar la atención.   

                                                           
54 Información brindada por la trabajadora social que acompañaba a los NNA en el marco de la visita institucional. 
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Por otro lado, la participación de los NNAPES en los delitos de drogas es un asunto que se debe 
analizar detenidamente, ya que las entrevistas realizadas indican que varios adolescentes en el 
SRPA participaron junto con sus padres en estos delitos.55  
 
Ángel, un hombre de 39 años, cuenta que varios miembros de su familia paterna se involucraron 
en el negocio de las drogas: seis de sus primos junto con sus esposas conformaron una banda 
dedicada a la producción y tráfico en un barrio popular de la ciudad de Barranquilla56; tras un 
operativo en su vivienda, todos fueron detenidos, algunos en presencia de sus hijos (unos fueron 
llevados inmediatamente al sistema de protección y otros quedaron al cuidado de familiares).  
 
Las historias de las familias de Ángel y Ana revelan una realidad de la sociedad colombiana 
donde prevalece la idea de que el narcotráfico puede ser una forma rápida y fácil de conseguir 
dinero. También reflejan las dinámicas de red que caracterizan a esta actividad, pues, aunque 
las personas involucradas aparentan tener poder, siguen dependiendo de otros actores que la 
manejan y que, en la mayoría de los casos, no son detenidos ni judicializados. 
 
El impacto del tráfico de estupefacientes en familias enteras es patente en el caso de Elena: 57 
ella y su esposo estuvieron en reclusión por este delito y actualmente cuidan a cuatro nietos 
cuyas madres también cometieron el mismo ilícito. Éste y otros casos más confirman que el 
narcotráfico y las acciones de política criminal impactan en la población más vulnerable, de tal 
forma que los NNAPES sufren afectaciones directas a sus derechos en contextos donde no 
existen condiciones de protección. Asimismo, se ha verificado que las actividades 
delincuenciales relacionadas con el tráfico de drogas pueden generar afectaciones específicas 
en los NNAPES, ya sea por el uso de las sustancias o por el impacto de estas actividades en la 
cotidianidad de sus familias.  
 
Por ende, es posible concluir que, más allá de las acciones de política criminal, se requieren 
políticas públicas de prevención, ya que la existencia de familias enteras dedicadas al 
narcotráfico y de personas encarceladas por estos delitos con hijos e hijas adolescentes en la 
misma situación, es una clara evidencia de la ineficacia de las penas de reclusión como 
mecanismos de lucha contra el narcotráfico, lo cual abre la puerta hacia su cuestionamiento.  

  

                                                           
55 Afirmación hecha por los funcionarios del ICBF entrevistados y reiterada por Jorge Leal funcionario del IDIPRON, entidad que 
trabaja por el pleno goce de los derechos de la niñez, adolescencia y juventud en la ciudad de Bogotá.  
56 Capital del departamento de Atlántico (es la cuarta ciudad más grande de Colombia y tiene más de un millón de habitantes).  
57 Aunque los NNA al cuidado de Elena cuentan con el apoyo de un grupo familiar, es importante señalar, por un lado, el impacto del 
narcotráfico en las familias donde varios de sus miembros están involucrados en dicho ilícito y, por el otro, el riesgo de participar 
en actividades delictivas al que están expuestos los NNA.  
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Conclusiones 
 

El delito de tráfico, fabricación y porte de estupefacientes ocupa el tercer lugar en ocurrencia a 
nivel nacional. La información oficial también revela que este delito motivó más de 30% de las 
investigaciones penales iniciadas en el año 2017. Este amplio despliegue del sistema penal para 
la investigación y sanción de este tipo de conductas es una expresión de la tendencia a dar 
prioridad a la persecución penal como principal mecanismo de la política de lucha contra las 
drogas en Colombia. 
  
Esta postura ha provocado que el número de personas privadas de la libertad por este delito sea 
muy alto, ocupando el tercer lugar entre los hombres y el primero entre las mujeres que se 
encuentran en establecimientos de reclusión, lo cual refleja que el endurecimiento penal tiene 
un impacto directo sobre las poblaciones más vulnerables, cuya situación se ve acentuada en 
este contexto. 
  
De esta forma, aquellas personas que enfrentan mayores condiciones de vulnerabilidad tales 
como pobreza, falta de oportunidades educativas o laborales, precarias redes de apoyo familiar 
y social, entre otros factores, están más expuestas a participar en este tipo de delitos y, en 
consecuencia, sufren con mayor frecuencia el encarcelamiento. Esto es evidente en el caso de 
las mujeres, ya que 30% de la población carcelaria femenina cometió los delitos de tráfico, 
fabricación y porte de estupefacientes; asimismo, en el Sistema de Responsabilidad Penal 
Adolescente, estos delitos ocupan el segundo lugar en ocurrencia, después del hurto.  
 
La información disponible permite conocer, de forma general, la situación de las personas 
privadas de la libertad por delitos no violentos relacionados con drogas; sin embargo, no ocurre 
lo mismo tratándose de sus familias y los NNA que las conforman. El INPEC no cuenta con datos 
relativos a la edad de los hijos de la población recluida, por lo que no es posible saber cuántos 
son menores de edad, aunque indica que son más de 130,000 personas, la información que 
captura el INPEC cuando una persona ingresa a un establecimiento de reclusión resulta 
insuficiente para determinar la cantidad de NNAPES que hay en Colombia.  
 
A su vez, el sistema de información del ICBF sólo da cuenta de los NNA a los que se les ha iniciado 
un proceso de restablecimiento de derechos, lo cual no sucede en todos los casos donde los 
padres son privados de la libertad. Aunque esta situación aparece en su reglamentación interna 
como una causal de ingreso a protección, los datos disponibles del ICBF no permiten conocer 
cuántos NNAPES están en dichos procesos. Por tanto, no existen en este momento datos 
concretos sobre el número de NNAPES, ni de forma general, ni específicamente por los delitos de 
tráfico, fabricación, porte de estupefacientes o cualquier otra conducta no violenta relacionada 
con drogas.  
 
Por otro lado, aunque hay algunas aproximaciones al conocimiento de las afectaciones que 
sufren los NNA como consecuencia del encarcelamiento de sus padres, especialmente desde la 
perspectiva de las mujeres detenidas por delitos de drogas cuya situación ha sido de interés 
para los investigadores nacionales, no se ha profundizado en el impacto concreto de la privación 
de la libertad en los NNAPES, ni de forma general o respecto de delitos específicos como los 
relacionados con drogas. 
  
De esta investigación se puede concluir que el encarcelamiento de los padres impacta 
directamente en el ejercicio de derechos de los NNA, pero la ausencia de información oficial sobre 
esta población impide tener un conocimiento preciso de las consecuencias que enfrenta. Sin 
embargo, la observación, el acompañamiento y el conocimiento de los casos concretos aludidos 
en este informe permiten concluir que:  

· 43 · 



 

 

 
 

· 44 · 
 

 

 

1) Los hogares con jefatura femenina se ven altamente afectados por la comisión de 
este tipo de delitos, ya que las mujeres se encuentran en situaciones de 
vulnerabilidad que facilitan su participación en estas conductas, condiciones que se 
ven acentuadas luego de su detención y que afectan directamente a los NNA 
quienes, en la mayoría de los casos, quedan a cargo de otras mujeres o terminan en 
el sistema de protección. 

2) En este contexto se observa que las familias pueden brindar protección a los NNA 
cuando sus padres son privados de la libertad, brindándoles la atención y el cuidado 
que requieren. No obstante, esta situación implica fuertes retos para las familias 
que, en la mayoría de los casos, no cuentan con herramientas ni recursos 
suficientes para satisfacer las necesidades de los NNAPES y las cargas económicas 
que impone la privación de la libertad, tales como las visitas a los centros de 
reclusión. Cabe resaltar que los NNAPES y sus familias no son destinatarios de 
acciones concretas por parte de las autoridades estatales. 

3) Por otro lado, la ausencia de una familia que brinde cuidado (o la existencia de una 
donde se materialicen otras vulneraciones) aumenta la posibilidad de que los 
NNAPES deban ingresar al sistema de protección y favorece la concreción de otro 
tipo de riesgos como son el consumo de estupefacientes o la participación en 
actividades delictivas.  

4) De esta forma, los NNA se ven expuestos a contextos donde la realización de sus 
derechos enfrenta múltiples obstáculos que derivan de haber sido separados de sus 
padres, tales como los cambios de domicilio, la modificación de las rutinas diarias, 
las alteraciones en las relaciones con sus familiares y amigos, el miedo al rechazo o 
la discriminación, entre otros. Además, pueden sufrir otro tipo de vulneraciones por 
la existencia de riesgos como el abandono, la explotación sexual o laboral, la 
imposibilidad de seguir asistiendo al colegio o de continuar con su proyecto de vida, 
etc. 

5) La presencia estatal no responde a los requerimientos de los NNAPES y sus familias, 
pues se reduce al despliegue de la acción penal. En el marco de las políticas 
públicas, no hay acciones concretas desplegadas a favor de esta población, 
ausencia que en muchos casos es suplida por el trabajo de la sociedad civil. 

6) Específicamente, se observa que las acciones del ICBF se enmarcan en los casos 
donde el encarcelamiento de los padres provoca el inicio de un proceso de 
restablecimiento de derechos, así como en el acompañamiento dado a los niños y 
niñas que viven con sus madres en los establecimientos de reclusión, por lo cual se 
constata que tiene una intervención bastante limitada en la problemática aquí 
estudiada.  
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Recomendaciones 
 

En relación con la normatividad y las políticas públicas 
 

1) Se recomienda fortalecer los mecanismos de derechos reconocidos por la 
legislación colombiana para los NNA, con el fin de superar la profunda brecha 
existente entre las normas jurídicas y la realidad que enfrentan las personas 
menores de 18 años. Concretamente, es necesario desarrollar los derechos 
consagrados de forma general para su materialización en los casos de los NNA que 
tienen a sus padres privados de la libertad, ya que, en el marco normativo, con 
excepción de las reglas contenidas en el lineamiento técnico expedido por el ICBF, no 
hay disposiciones específicas aplicables a estos casos. 

2) Sin embargo, la ausencia de una regulación especial no es excusa para que en estos 
casos se presenten situaciones que desconozcan los derechos reconocidos de forma 
general a todos los NNA. En consecuencia, se recomienda que el desarrollo de 
acciones para su protección y asistencia tome en cuenta, como mínimo, los 
principios de interés superior del niño, protección integral y prevalencia de derechos. 

3) Se recomienda implementar acciones de política pública dirigidas a las familias de 
las personas privadas de la libertad para que puedan interactuar con otros en su 
misma situación, recibir herramientas para proteger los derechos de los NNAPES y 
tener garantizada la satisfacción de sus necesidades básicas. Asimismo, es 
necesario fortalecer las oportunidades para la población infantil y adolescente con 
padres privados de la libertad, tanto en el marco del sistema de protección como 
fuera de éste. 

4) En cuanto a las normas relacionadas con los delitos de drogas, se recomienda al 
Estado colombiano revisar la eficacia de las sanciones penales, sobre todo, las 
carcelarias impuestas, particularmente, en los delitos de porte y tráfico de 
estupefacientes, ya que se ha identificado que éstas afectan principalmente a las 
poblaciones más vulnerables, como son las mujeres y los NNA, y no impactan en el 
desarrollo del narcotráfico ni disminuyen la oferta o la disponibilidad de las 
sustancias. Esto implica analizar las medidas de endurecimiento de penas y 
reducción de beneficios. 

5) Se recomienda que, en atención a las reglas fijadas por la Corte Constitucional en 
torno al bloque de constitucionalidad, el Estado colombiano interprete sus 
obligaciones relacionadas con la lucha contra las drogas a la luz de los tratados 
internacionales de derechos humanos, dando prevalencia a sus compromisos de 
protección y garantía y buscando que las normas que se expidan en ese contexto no 
contradigan sus obligaciones en esta materia. 

6) Igualmente, se recomienda llevar a cabo todas las acciones necesarias para la 
implementación del Punto 4 del Acuerdo de Paz, en relación con la solución al 
problema de las drogas, la cual debe articularse con las normas aplicables del 
ordenamiento jurídico y a la luz de los principios de derecho internacional que 
fueron señalados en ese texto.  
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En relación con la situación de derechos de los niños, niñas y adolescentes con 
padres privados de la libertad 
 

7) Se recomienda garantizar la identificación de las personas menores de edad que 
tienen a sus padres privados de la libertad, tanto en general como por delitos 
relacionados con drogas. En consecuencia, deben fortalecerse los sistemas de 
información del ICBF y el INPEC, para que sea posible conocer con exactitud el 
número de NNA en esta situación. 

8) En este sentido, se recomienda llevar a cabo en los establecimientos carcelarios un 
proceso para identificar las características y condiciones de las familias de las 
personas privadas de la libertad por delitos de drogas; con base en esta 
caracterización será posible determinar las necesidades concretas que deben ser 
satisfechas a través de las políticas públicas. Esto también puede ser útil para 
obtener información sobre el impacto de las sanciones penales en las familias y, con 
ello, promover las reformas normativas necesarias. 

9) Se recomienda seguir fortaleciendo la función del ICBF como institución protectora 
de los derechos de los NNA y su papel de apoyo a las familias, con el fin de eliminar 
las prácticas institucionales que han contribuido a la desconfianza que impide a las 
y los ciudadanos acercarse al Instituto para que éste despliegue acciones 
orientadas a la garantía de sus derechos. Esto exige desarrollar acciones de política 
pública dirigidas a los NNA distintas a las implementadas en el sistema de 
protección. 

10) En el marco de los procedimientos de restablecimiento de derechos, se recomienda 
que el ICBF: i) garantice en sus sistemas de información la identificación de la 
causal de privación de libertad de los padres en el inicio de estos procesos; ii) revise 
el desarrollo de dichos procedimientos para diferenciar, por ejemplo, los casos 
donde los NNAPES no tienen familia extensa y determinar las acciones pertinentes 
para cada caso; iii) aplique criterios de enfoque diferencial en los procesos de 
restablecimiento de derechos para que estos tomen en cuenta situaciones como la 
discapacidad y la pertenencia étnica. 

11) Se recomienda que en la formulación e implementación de políticas públicas y 
acciones de las autoridades competentes se reconozcan los riesgos concretos que 
enfrentan los NNA que tienen a sus padres privados de la libertad por delitos 
relacionados con drogas, tales como la participación en este tipo de conductas 
delictivas y el consumo de sustancias psicoactivas. 

12) Para que la acción estatal dirigida a los NNAPES y sus familias sea integral, se 
recomienda llevar a cabo alianzas entre instituciones públicas y organizaciones de 
la sociedad civil con el fin de conocer la situación de esta población y adelantar 
acciones concretas orientadas a la realización de sus derechos. 

13) Finalmente, se recomienda incentivar el estudio de estos temas, de forma que las 
instituciones educativas, los centros de investigación y las organizaciones de la 
sociedad civil contribuyan a la construcción de conocimiento sobre la situación de 
derechos de los NNAPES (tanto en general como en relación con los delitos de 
drogas), ya que este conocimiento podrá ser utilizado como base para la 
formulación de políticas públicas en esa área. 
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Anexo 1 
 

Tabla A1. Entrevistas realizadas 
 

Persona Grupo Fecha de entrevista 

Miguel Persona ex privada de la libertad 12 - 02 - 2018 

Ana Persona privada de la libertad 16 - 02 - 2018 

- Familiar - cuidadora 12 - 02 - 2018 

Ángel Familiar 16 - 02 - 2018 

Elena Familiar - cuidadora 14 - 07 - 2018 

María Familiar - cuidadora 19 - 07 - 2018 

Lina Familiar - cuidadora 03 - 02 - 2018 

Ana Lucia Moncayo 
Experta - Centro de Investigación en 

Política Criminal 
30 - 11 - 2017 

Jorge Alberto Parra Experto - DeJusticia 24 - 11 - 2017 

Neyith Ospina Experta - Universidad Javeriana 14 - 02 - 2018 

Fernando Sabogal Experto - DNI 8 - 02 - 2018 

Andrés Felipe Ostor Ríos 
Sociedad civil - Fundación Caminos 
de Libertad (Pastoral Penitenciaria) 

30 - 01 - 2018 

Blanca Lentino 
Cuidadora y sociedad civil -Fundación 

Akapaná 
05 - 07 - 2018 

Luis 
Juana 
Paola 

NNAPES 14 - 07 - 2018 

Andrés NNAPE 19 - 07 - 2018 

Leonel NNAPE 19 - 07 - 2018 

Sergio NNAPE 19 - 07 - 2018 

Aura 
Diana 
Fabio 

NNAPES 14 - 07 - 2018 
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Anexo 2 
 

Tabla A2. Delitos de drogas en el Código Penal Colombiano 

 

Delito Descripción Sanción 

Conservación o 
financiación de 

plantaciones 

Cultivo, conservación o financiación de plantaciones de 
marihuana o cualquier otra planta de las que pueda 
producirse cocaína, morfina, heroína o cualquiera otra 
droga que produzca dependencia. 

Prisión de 6 a 12 años y multa de 200 a 1,500 
salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(SMLMV). 

Si excede de 20 sin sobrepasar de 100 gramos, la 
pena será de 4 a 6 años de prisión y multa de 10 
a 50 SMLMV. 

Tráfico, 
fabricación o 

porte de 
estupefacientes 

Introducción al país, así sea en tránsito, transporte, 
almacenamiento, conservación, elaboración, venta, 
adquisición, financiación de cualquier título, droga que 
produzca dependencia. 

Prisión de 8 a 20 años y multa de 1,000 a 50,000 
SMLMV. 

Si excede de 1,000 gramos de marihuana, 200 de 
hachís, 100 de cocaína o de sustancia 
estupefaciente a base de cocaína, 20 de 
derivados de amapola, 200 de droga sintética, 
60 de nitrato de amilo, 60 de ketamina y GHB, la 
pena será de 5 a 9 años de prisión y multa de 2 
a 150 SMLMV. 

Si excede los límites anteriores sin pasar de 
10,000 gramos de marihuana, 3,000 de hachís, 
2,000 de cocaína o sustancia estupefaciente a 
base de cocaína, 60 de derivados de la amapola, 
4,000 de droga sintética, 500 de nitrato de 
amilo, ketamina y GHB, la pena será de 8 a 12 
años de prisión y multa de 124 a 1,500 SMLMV. 

Destinación ilícita 
de muebles o 

inmuebles 

Destinación ilícita del bien mueble o inmueble para que 
en él se elabore, almacene o transporte, venda o use 
alguna de las drogas, o lo autorice o tolere. 

Prisión de 6 a 12 años y multa de 1,000 a 50,000 
SMLMV. 

Estas sanciones no se aplicarán para el uso 
médico y científico del cannabis siempre y 
cuando se tengan las licencias otorgadas 
(Colombia, 2016a: art.14).  

Estímulo al uso 
ilícito 

Estimulación o propagación del uso ilícito de drogas o 
medicamentos que produzcan dependencia. 

Prisión de 3 a 8 años y multa de 100 a 1,000 
SMLMV. 

Suministro o 
formulación ilegal 

El profesional o practicante de medicina, odontología, 
enfermería, farmacia o de alguna de las respectivas 
profesiones auxiliares que, en ejercicio de ellas, 
ilegalmente formule, suministre o aplique droga que 
produzca dependencia. 

Prisión de 3 a 8 años, multa de 100 SMLMV e 
inhabilitación para el ejercicio de la profesión, 
arte, oficio, industria o comercio de 5 a 10 años. 

Suministro o 
formulación ilegal 

a deportistas 

El que, sin tener las calidades necesarias, suministre 
ilícitamente a un deportista profesional o aficionado, 
alguna droga o medicamento que produzca 
dependencia, o lo induzca a su consumo. 

Prisión de 1 a 3 años. 

Suministro a 
menor 

Suministro, administración o inducción al consumo de 
una droga que produzca dependencia a una persona 
menor de edad. 

Prisión de 6 a 12 años. 

Tráfico de 
sustancias para 

procesamiento de 
narcóticos 

Introducción ilegal al país, tránsito, transporte o 
tenencia de elementos que sirvan para procesamiento 
de cocaína o cualquier otra droga que produzca 
dependencia, como éter etílico, acetona, amoníaco, 
permanganato de potasio, carbonato liviano, ácido 
clorhídrico, ácido sulfúrico, diluyentes, disolventes u 
otras sustancias que se utilicen con el mismo fin. 

Prisión de 6 a 10 años y multa de 2,000 a 50,000 
SMLMV. 

Porte de 
sustancias 

Porte de escopolamina o cualquier otra sustancia 
semejante que sirva para colocar en estado de 
indefensión a las personas. 

Prisión de 1 a 2 años, salvo que la conducta 
constituya delito sancionado con pena mayor. 
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